
111. VOTO PARTICULAR QUE FORMULA 
EL MINISTRO JOSÉ FERNANDO 

FRANCO GONZÁLEZ SALAS 

l. ANTECEDENTES 

El juicio de amparo del que derivo el presente recurso de 

revisión fue promovido en contra de actos del Congreso de la 

Unión y otras autoridades, consistentes en la discusión, apro­

bación, promulgación, expedición, refrendo, rúbrica y orden 

de publicación del decreto publicado el trece de noviembre de 

dos mil siete en el Diario Oficial de la Federación, mediante 

el cual se modificaron diversas disposiciones de la Constitu­

ción General de lo República; en específico, la adición del 

penúltimo párrafo 01 Aportado "A" del artículo 41, así como lo 

derogación del tercer párrafo del artículo 97. 

El Juez del conocimiento desechó lo demanda de amparo, 

con fundamento en el artículo 73, fraccián XVIII, de la Ley de 

Amparo, en relación con los numerales 103, fracción 1, de lo 

Constitución Federal y lo., fracción 1, y 11 de la referida ley 

de la mater¡o, por considerar que se surtía una causa notoria 
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y manifiesta de improcedencia, pues el juicio de amparo no 

es un mecanismo establecido para cuestionar de manera directa 

o indirecta una norma constitucional, sino que únicamente 

procede contra los actos del procedimiento legislativo ordi­

nario, las leyes secundarias, y los actos realizados por los 

propios poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial; por otra parte, 

dicho juzgador sostuvo que no es jurídica ni materialmente 

posible desvincular los diferentes actos del procedimiento 

de reforma de los preceptos constitucionales modificados, 

y que ese proceso no puede ser considerado como un acto 

de autoridad porque el Congreso de la Unión y las Legisla­

turas Locales en esos casos no actúan en su carácter de 

órganos ordinarios, sino como un órgano reformador de la 

Constitución. 

En contra de esta determinación se promovió la revisión 

que se atrajo en su momento y que fue materia del amparo en 

revisión 186/2008. 

11. RESOLUCiÓN DE LA MAYORíA 

En la resolución del Tribunal Pleno se hace un análisis acerca 

de si el Órgano Constituyente Permanente goza de las cali­

dades suficientes para s,ú un órgano o una autoridad respon­

sable en el juicio de amparo. El estudio declara fundado uno 

de los agravios de la parte recurrente, en relación con su pro­

cedencia por posibles vicios en el procedimiento de reforma 

constitucional, partiendo de los cinco cuestionamientos 

siguientes: 

l. ¿Existe en la ley de amparo una norma que prohíba 

expresa o implícitamente la procedencia del juicio de am­

paro en contra de alguna reforma constitucional? 
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2. ¿Cuál es el carácter del Poder Constituyente Perma­

nente, Revisar a Reformador de la Constitución? 

3. Si el Poder Reformador de la Constitución es limitado, 

¿esa limitación implica que existen medios de control cons­

titucional sobre los actos del Poder Constituyente Perma­

nente, Revisor o Reformador de la Constitución? 

4. Si el Poder Reformador de la Constitución no se identifica 

con el Poder Constituyente soberano e ilimitado del pueblo, 

entonces ¿puede ser considerado coma una autoridad 

emisora de actos potencialmente violatorios de garantías 

individuales? 

5. ¿En el caso concreto existe algún planteamiento relativa 

a la posible vulneración de garantías individuales relacio­

nadas con el procedimiento de reforma? 

Con reserva de hacer comentarios más adelante sobre la 

pastura del Tribunal Pleno, adelanta que disiento del criterio 

de la mayoría, de conformidad can las consideraci~nes que 

enseguida expongo. 

111. ARGUMENTACiÓN DEL VOTO 

111. A. REFERENCIAS CONCEPTUALES SOBRE EL PODER CONS­

TITUYENTE ORIGINARIO Y EL PODER CONSTITUYENTE PER­

MANENTE 

Dada la conexidad del tema, recurriré a gran parte de las ideas 

plasmadas al formular mi voto en el recurso de reclamación 
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34/2007. 32 Así, reitero aquí que de los precedentes históricos 

del procedimiento de reforma constitucional, a partir del na­

cimiento del Estado Mexicano, así como de la evolución insti­

tucional que inspiró a nuestros Constituyentes a lo largo del 

tiempo y a los textos constitucionales que estuvieron vigentes 

de 1824 a la fecha, deriva la naturaleza y alcances del proce­

dimiento establecido a partir de la Constitución de mil nove­

cientos diecisiete, que permiten concluir sobre la imposibilidad 

de impugnar, conforme a nuestro sistema jurídico-constitucio­

nal, la reforma o adición al Texto Fundamental que ha sido 

declarada aprobada por el Congreso de la Unión o la Comi­

sión Permanente durante los recesos de aquél. 

En efecto, el artículo 135 vigente de nuestra Constitución 

hace referencia al procedimiento de reforma constitucional, así 

como al órgano facultado para ello, identificado comúnmente 

por una parte de la doctrina,33 en los precedentes legislativos34 

32 Este recurso de reclamaCión fue promovido en contra del proveído de dieciocho de 
diciembre de dos mil siete, dictodo por los integrantes de lo Comisión de Receso corres­
pondiente al segundo periodo vacacional de dos mil siete de este Alto Tribunal, por medio del 
cual desecharon por estimar notoriamente improcedente lo demando de occión de inconstitu­
cionolidod 169/2007, así como su acumulada 168/2007, promovido por el Partido Político 
Nocional Convergencia y otro. Dicho recurso fue declarado fundado y consecuentemente, se 
revocó el acuerdo recurrido, mediante resolución plenaria de seis votos de veintiocho de abril 
de dos milocha. En dicho recurso fungí como Ministro ponente y el proyecto de resolución que 
presenté originalmente, quedó como voto particular, 01 que se sumaron los señores Ministros 
Margarita Beatriz Luna Romos, José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández y 
Presidente Guillermo 1. Ortiz Mayogoitia. 

33 Ver como ejemplos en lo doctrina mexicana: Tena Ramírez, Felipe, Derecho Constitucional 
Mexicano, Porrúa, México, 1984, pp. 45 y ss; Fix Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador, 
Derecho Constitucional Mexicano y Comparado, Porrúa y UNAM, México, 2005, p. 98; y 
en sentido contrario Arteaga Novo, Elizur, Derecho Constitucional, Oxlord University Press, 
Segundo Edición, México, 2006, p. 269 

34 Cuando se reformó el artículo 135 constitucionol, mediante publicación realizado en el 
Diario Oficial de lo Federación de veintiuno de octubre de mil novecientos sesenta y seis, 
el dictamen de lo Cámara de Diputados hace referencia al "Poder Constituyente Permanente", 
como se aprecio de lo Siguiente transcripción: " ... La Comisión, por su parte, considera que 
tratándose de reformas o adiciones constitucionales cuyo aprobación corresponde ademós 
del Congreso de lo Unión o las Legislaturos de los Estados como órganos del Poder Constitu­
yente Permqnente, no siempre pueden entrar en vigor en forma inmediata no obstante haber 
sido ya aprobadas, debido a que el cómputo de votos respectivo y la declarotorio correspondiente 
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y por este Tribunal Pleno,35 de diversas maneras como son: Poder 

Constituyente Permanente (o simplemente Constituyente Perma­

nente), Poder u Órgano Revisor o Reformador de la Consti­

tución, entre otros. 

Sin embargo, mós alió del nombre que se le otorgue, lo 

que resulta fundamental es la relación de causa-efecto que 

existe entre el concepto de soberanía recogido en el artículo 

39 de nuestra Constitución y la función reformadora de la 

Ley Fundamental prevista en el artículo 135 de ese mismo 

ordenamiento. 

Una parte importante de los estudiosos de la evolución 

de las instituciones políticas señalan que con el nacimiento y 

consolidación del Estado moderno, en el trónsito de los cam­

bios en las estructuras de poder de los siglos XVII al XIX, preva­

leció la posición que identificó y depOSitó el concepto de 

soberanía en el pueblo, como su titular originario. Este fue el 

sentido que adoptó el sistema constitucional mexicano desde 

los primeros textos fundamentales, reiterándose ello en la 

compete 01 Congreso de lo Unlóll de conformidad con lo que establece el artículo 135 de 
la Constitución General de la República, dándose el caso en muchas OCaSiones, de que a 
pesar de haberse satisfecho el requiSito cor'stitucional relatiVO a la aprobación de esos adiciones 
o reformas por haber concluido el perlado de sesiones del Congreso de lo Unión, éste se 
encuentra ImpOSibilitado poro hacer el cómputo y declaratorio de la que nas hemos venido 
ocupando, aplazándose así, lo vigencia de tales sanCiones o reforrllas que incuestionable mente 
siempre son trascendentales para el desarrollo instltUClonol del país. 

"Se citan por eiemplo lo iurisprudencio P/J 16/2007, de rubro_ 'SISTEMA ELECTOR¡',L DEL 
DISTRITO FEDERAL. SU INSTAURACIÓN POR El CONSTITUYENTE PERMANENTE.', lo jurispru­
denCia P/J. 14/2006, de rubro: "CONGRE-SO DEL ESTADO DE TLAXCALA EL INCUMPLIMIEN­
TO DEL MANDATO CONSTITUCIONAL EXPRESO IMPUESTO POR EL PODER REFORMADOR 
DE LA CONSTITJlCIÓN FEDERAL EN LOS ARTíCULOS PRIMERO Y SEGUNDO TRANSITO· 
RIOS DE' LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE: MIL NOVEClfNTOS OCHENTA y SIETE A lOS 
ARTicUlOS 17 Y 116, CONFIGURA UNA OMISiÓN LEGISLATIVA ABSOLUTA,', Y la jurispru­
denCia P/J. 75/2006, de rubro' "JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL. SU TOTAL HOMO­
LOGACiÓN A lOS GOBERNADORES DE LOS ESTADOS DE LA FEDERACIÓN CORRESPONDE 
AL ÓRGANO REFORMADQR DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y NO A LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACiÓN" 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de mil 

novecientos diecisiete, hoy vigente. 36 

36 Resulta particularmente interesante, en lo relacionado al tema, el dictamen presentado 
por los diputados Heriberlo Joro, Paulina Machorro Narváez, Agustín Garzo Gonzólez, Arturo 
Méndez e Hilarío Medina en lo 230. sesión ordinaria del Congreso Constituyente de 1916, 
celebrado el veintiséis de diciembre de ese mismo año, que dice: 

"Ciudadanos Diputados: 
El artículo 39 del proyecto de reforma, corresponde al de igual número en la Constitución 

de 1857, y es exoctamente igual 01 artículo 45 del proyecto de esto último. 
Consagra el principio de la soberanía popular, base de todos los regímenes políticos moder­

nos y declara como una consecuencia necesaria que lodo poder público dimano del pueblo 
y se instituye poro su beneficio. 

Sin entrar en la historia del concepto de la soberanía, por no ser apropiado en estos momentos, 
lo Comisión cree necesario hacer constar solamente, que el principio de la soberanía es una 
de los conquistas más preciadas del espíritu humano en su lucha con los poderes opresores, 
principalmente de lo Iglesia y de los reyes. El concepto de lo soberanía es esencialmente 
histórico, dice George Jellinek, en su obra "El Estado moderno y su derecho", y, efectivamente, 
su formación ha tenido diversos etapas. 

Desde que la Iglesia se erigió en el poder supremo que regía todos los órdenes de lo vida 
social en todos los pueblos, y que disponía a su capricho del Gobierno y de la suerte de estos 
mismos pueblos, se inició una vehemente reacción en contra de estos tiranías, primero de parle 
de los reyes, representantes de los pueblos. los reyes sostenían la integridad de sus derechos 
temporales que enfrenlaban con lo Iglesia, o lo cual solamente querían dejar el dominio espi­
ritual. Esta lucho, fecundo poro los pueblos, es lo que llenó todo ese periodo histórico que se 
llamo de lo edad medio, y su resultado fue el establecimiento de dos poderes esencialmente 
distintos: el poder temporal yel poder espiritual. Paralelamente o este movimiento se iniciaba 
por los tratadistas de Derecho Público, quienes, con Jeon Bodin crearon con su significación 
especial lo palabra "soberanía", paro indicar (super onmia) el más 0110 poder humano; y poste­
riormente, debido o lo labor filosófico del siglo XVIII, concretado en sus postulados esenciales 
en la célebre obra de Juan Jacoba Rousseou, "EI contrato SOCial", la soberanía, esto es, el poder 
supremo, se reconoció o los pueblos. 

Esto concepción sirvió de base, como lo hemos dicho en un principio, o todos los regímenes 
políticos que se reformaron radicalmente por lo gran revolución francesa de 1789, en que 
invariablemente los Constituciones políticas escritos que comenzaron o darse los nociones 
revolucionadas también por aquel gran movimiento, consignaron el dogma de la soberanía 
popular de tal manera, que es considerado hasta lo fecha como la base esencial de los 
regímenes democróticos. 

Este principio contiene diversos artículos que le son propios: la soberanía es uno inmutable, 
imprescriptible, inalienable. Siendo el pueblo el soberano, es el que se da su Gobierno, elige sus 
representantes, los cambio según sus intereses; en uno palabro: dispone libremente de su 
suerte (las cursivos son nuestros). 

Lo Comisión no desconoce que en el estado actual de lo ciencia político, el principio de la 
soberanía popular comienzo o ser discutido y que se le han hecho severas críticas, no solamente 
en su contenido propio, sino aun en su aplicación¡ pero en México, menos que un dogma 
filosófico es el resultado de una evolución histórico, de tal manero, que nuestros triunfos, nues­
tras prosperidades y todo aquello que en nuestra historia político tenemos de mós levantado 
y de más querido, se encuentra estrechamente ligado con la soberanía popular. Y lo Consti­
tución, que no tiene por objeto expresar los postulados de uno doctrino político más o menos 
acertado, sí debe consignar las adelantos adquiridos por convicciones, que constituyen lo 
parte vital de nuestro ser político. 

En virtud de estos conceptos, la Comisión propone o vuestro soberanía se apruebe el 
artículo 39 del proyecto, que estó concebido en los siguientes términos. 

"Artículo 39. la soberanía nocional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo 
poder público dimana del pueblo y se instituye para su beneficio. El pueblo tiene en todo tiempo 
el inalienable derecho de alterar o modificar lo forma de su Gobierno." 
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Conforme a esa concepción, la soberanía originariamente 

depositada en el pueblo se desplaza por éste a un órgano repre­

sentativo originario -llamada por ello Poder Constituyente­

que funciona como asamblea fundacional, cuya principal 

tarea es expedir la Constitución como base de todo el orden 

jurídico-político-social del pueblo que se organiza desde ese 

momento bajo las normas fundamentales que se ha dado pre­

cisa y específicamente por conducto de sus representantes 

primarios. De ahí que a ese Poder Constituyente se le reconozca 

como la manifestación o expresión soberana del pueblo que 

se trasforma jurídica y políticamente en Estado soberana, adop­

tando, en lo parte orgánica, una forma determinada de 

gobierno y una estructura estatal definida. 37 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha adoptado 

el término Poder Constituyente como un concepto dado, de ahí 

que desde la Quinta Época en múltiples asuntos de su compe­

tencia lo ha utilizado y así lo ha recogida en diversas tesis 

aisladas y de jurisprudencia; sin embargo, por lo mismo son 

muy escasos los desarrollos que de ese concepto ha realizado. 38 

, Así se reconoce en los artículos 39, 40 Y primer párrafo del 41, todo~ de 1uestra 

Constitución, los cuales señalan 
"Ariiculo 39_ Lo soberanía nOCional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder 

público dimano del pueblo y Se Instituye para beneficio de este_ El pueblo tiene t'n todo 
momento el inalienable derecho de modificar lo formo do su gobierno' 

'Artículo 40. Es voluntad del pueblo Illexicano constituirse en uno República representatova, 

democrátiCO, federal, compuesto de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente o su legimen 
interior, pero unidos en uno Federación establecido según los principios de esta ley fundamental' 

"Ariículo 41 El pueblo elerce su soberanía por medio de lo,; Poderes de la unión, en ICls casos 
de la competencia de estos, y por los de los Estados, en lo que toco a sus regímenes interiores, en 
los términos respectivamente estableCidos por la presente Constitución Federal y las parllculore~ 
de los Estados, los que en ningún coso padrón contravenir los estipulaCiones del Pacto F.gderol 

1~ Solamerlte en lo QUinto Época del Semanario Judicial de Jo FederaCión se encuentran 

algunos precedentes que sigUiendo los Ideos antes señaladas contienen algun05 desa­
rrollos que resultan ilustrativos, bajo los rubros: "PODER JUDICIAL FEDERAL. FACULTADES 
DEl. El Poder JudiCial de lo FederaCión, 01 decidir el JUICIO constituCional, no puede wstitulr 
su criterio 01 del Congreso de lo Unión y menos el del Poder Constituyente, único que no llene 
fronteras_ Sólo estó capaCitado poro restablecer el Impeno de la ConstitUCión General de lo 
República, cuando oparezca conculcado por un acto de autoridad o por uno ley, sin hacer 
declaraCión generol alguna que tengo efectos trascendentales." ¡Quinta Época, Cuarla Solo, 
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Al Poder Constituyente se le asignan ciertas capacidades 

y facultades excepcionales por su representatividad colectiva 

primigenia." Dicho poder debe ejercerse de manera colegia­

da, en Asamblea o Congreso, integrado por representantes 

originarios del pueblo; quienes amparados por esa legitima­

ción originaria se trasforman en Congreso Constituyente con 

el objetivo central de realizar un acto fundacional; es decir, 

insfltuir una constitución como cúspide" y base 41 de todo el 

orden jurídico, político y social de una sociedad que de esta 

manera queda organizada políticamente como Estado; pero 

adicionalmente, a ese órgano fundacional se le reconoce 

también la potestad, como expresión de la soberanía de que 

está investido, para instaurar la función de reforma de las 

normas de la Constitución por él creada y, como consecuencia 

de ello, la fuente generadora de nuevas normas constitucio­

nales, que pueden adicionar o modificar las originales. Dicha 

fuente generadora de normas constitucionales se personaliza 

en un órgano distinto de los demás poderes constituidos, 

SemanariO JudiClol de la Federouón, Tomo CXVII, p. 998): "CONGRESOS CONSTITUYEN­
TES DE lOS ESTADOS, Estos y los legislaturas Ordinarios, tanto Federales como Locales, 
carecen de la facultad supremo del Poder Constituyente de lo Noción, pues sus facultades no 
pueden Ir mós allá de los límites que les marco el Poclo FundmTlental de la República El Poder 
Constituyente puede hocerlo Iodo, en tonto que las legislolu(OS deben mantenerse dentro de 
los límites que les han sido impuestos. (Quinto Época, Pleno, Semanario JudiClol de la Fedcm­
ción, Tomo 111, p_ 587); y "PODER CONSTITUYENTE DE LA NACiÓN, En él radico lo facultad 

supremo de modificar las leyes y los Instltvciones, sin mós límites que los que fijan el interé, 
nOCional, lo Civilización y los deTechos naturales del hombre," (Quinto Epoca, Pleno, Semanarro 

Judicial de lo Federación, Tomo 111, p_ 587) 
'9 Cama se Instituyó con la presentaCión del artículo tercero del acto constitutivo relativa 

01 proyecto de Constitución de 1856 Dicho artículo decla: 'TERCERO Lo soberanía reSide radical 
y esenclolmente en lo Noción y, por lo mismo, pertenece exclUSivamente o ésto el derecho de 
adoptar y establecer, por medio de sus re,¡;¡re~e!lt~ntes, lo formo de gobierno y demós leyes 
fundamentales que le parezco mós conveniente poro su conservación y mayor prosperidad, modl­
ficóndolos y variándolos según creo convenirle mós " 

" En el sentido gramatical y conceptual de punto de lo pirómide normativo donde concurre 

todo el orden jundico nacional 

. .r En el sentido gramatical y conceptual de ivndomento y opoyo de lodo el orden lurídico 
nocional. 
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dotado, de manera exclusiva y excluyente, de la competencia 

para modificar las preceptos de la Constitución original 42 

Asi también, como consecuencia natural de la función fun­

dacional que ejerce, se le reconoce la facultad al Constitu­

yente originario para el establecimiento de un procedimiento 

de reforma constitucional, que en el caso de las llamadas 

constituciones rígidas como la nuestra, es más complejo y 

menos flexible que el que se sigue para la abrogación, dero­

gación o modificación de las leyes secundarias. Ello, con el 

objeto de otorgarle mayor estabilidad y seguridad al sistema 

normativo por él establecido en la Constitución original. 

El Constituyente originario desaparece y la nueva organi­

zación política por él creada actuará por medio de los poderes 

y órganos constituidos, que son los creados por aquél en la 

Constitución. En este contexto, se puede sostener que él o los 

órganos depositarios de la función reformatoria a que nos refe­

rimos son los depositarios únicos y directos de la función sobe­

rana de adicionar O modificar normas en la Ley Fundamental. 

Debe tenerse presente que todas las Constituciones mexi­

canas han sido praducto de Congresos Constituyentes; y todas 

incorporaron a sus textos el reconocimiento al pueblo como 

depositario originario de la soberanía. 

1, Ver como ejemplos en lo doctrinO mexicano Tena Ramírez, Fe"pe, Derecho ConstltuClanol 
MeXicano, Porrúa, México, 1984, pp, 45 Y ss; Fix Zamudlo, Héctor y Valenciu [armona, 
Salvador, Derecho ConstituCional MeXicano )1 Comparado, Porrúa y UNAM, México, 2005, 
p. 98; Y en sentido contrarro Arteaga Nava, Elizur, Derecho ConstltuClonul, Oxford Unlversdy 
Press, Segunda EdiCión, México, 2006, P 269; respecto a la jUrisprudencia ver, solamente 
por citar la mós reciente tesis de lurisprude'lclo del Pleno de lo 90, Época: 'SISTEMA ELECTORAL 
DEL DISTRITO FEDERAL. SU INSTAURACIÓN POR EL CONSTITUYENTE PERMANENTE ' 
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111. B. LA EVOLUCIÓN DEL SISTEMA DE REFORMA CONSTI­

TUCIONAL EN MÉXICO 

A continuación, en relación 01 tema de la reforma constitu­

cional, referiré solamente las experiencias que culminaron con 

las Constituciones del Estado mexicano que tuvieron vigencia 

real 43 

• El Constituyente de mil ochocientos veinticuotro esta­

bleció, en la Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mexicanos expedida el cinco de octubre de ese año, 

diversas reglas en torno a la posibilidad de realizar 

reformas constitucionales, referidas tanto a la tempo­

ralidad, al prescribir en su artículo 16644 que la mismas 

pudieran realizarse antes de 1830; así como a la ma­

teria de fondo, al prohibir en el numeral 171 45 que se 

~3 Ni en los Elementos Constitucionales de Rayón, ni en los Sentimientos de la Nación de 
Morelos, ni la llamada Constitución de Apatzingón hubo referencia al procedimiento de reformas 
a esos textos fundomentales; pero en la último de las mencionadas, en su artículo 237, se 
prohibió "alteración, adición o supresión de ninguno de los artículos en que consiste esencial­
mente la forma de gobierno que prescribe." Fue lo Constitución de Códiz la primera que 
estableció, en sus artículos 375 01384; el procedimiento muy interesante y sumamente compli­
cado: la iniciativo requería lo firma de al menos 20 diputados; tres lecturas espaciadas par 
seis días entre ellos, para determinar si se sometía a discusión; admitida a trómite y discusión se 
sometía al mismo procedimiento prescrito para la formación de las leyes; se tenía que aprobar 
por dos terceras partes si se pasaba a la siguiente diputación general; la siguiente diputación, 
siguiendo los mismos trómites las tenía que aprobar por las dos terceras partes de los votos 
"que ha lugar al otorgamiento de poderes especiales para hacer lo reformo; lo declaración se 
tenía que comunicar a todos las provincias para otorgar poderes especiales o la diputación 
inmediata siguiente, pOSible según el tiempo, poderes que debían ser otorgados por 105 juntas 
electorales de provincia; hecho lo anterior, lo reforma propuesta se tenía que discutir de nuevo 
y si se aprobaba por dos terceras partes de los diputodos pasaba al Rey pa(O su publicaCión y 
circulación. El Acto Constitutivo de la Federación firmado en enero de 1824 solamente señala­
ba en su artículo 35 que el Acta podría "variarse en el tiempo y términos que prescribo lo Cons­
titución General." 

H "Artículo 166. Las legislaturas de los Estados padrón hacer observaciones, según les parezco 
conveniente, sobre determinados Artículos de esto ConstitUCión y de lo Acta Constitutivo; 
pero el Congreso General no las tomaró en consideroción sino precisamente el año de 1830." 

45 "Artículo 171. Jamás se padrón reformar los artículos de esto Constitución y de la ocIo 
constitutivo que establecen lo libertad e independencia de lo Noción mexicana, su religión, 
formo de gobierno, libertad de imprenta, y división de los poderes supremos de la Federoción, y 
de los Estados." 
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modificaran los artículos relacionados con la libertad 

e independencia de la nación mexicana, Su religión, 

forma de gobierno, libertad de imprenta y división de 

los poderes supremos tanto de la Federación como 

de los Estados. 

En lo que se refiere al procedimiento, dicho ordenamien­

to dispuso la participación no sólo del Congreso en 

funciones al momento en que se presentara la inicia­

tiva de reforma, sino también la del Congreso electo 

posteriormente, tal como se desprende de los artículos 

167,168, 169 Y 170 de aquel texto constitucional. 46 

• Poco mós de dos lustros después, en las Leyes Cons­

titucionales de la República mexicana de veintinueve 

de diciembre de mil ochocientos treinta y seis (centra­

listas), al regular lo relativo al procedimiento de refor­

ma constitucional, los Constituyentes dispusieron que 

durante los seis siguientes años a su expedición no se 

podían realizar reformas; pero se estableció la posibi­

lidad de su reforma por el Congreso, pasado un sexenio 

46 Esos artículos señalaban literalmente 
"Artículo 167, El Congreso en este año se limitará a COII/llor los obserVOClones que 

merezcan sujetarse a lo deliberación del Congreso siguiente, y esto declaración se comLnicorá 
01 presidente, quien lo publicará y Circulará sin poder hacer observociones 

Artículo 168. El Congreso siguiente en el primer año de sus sesiones ordinariOS se ocupará 
de los observaciones sujetos a su deliberación poro hacer los reformas que creo convenientes; 
pues nunca deberá ser uno mismo el Congreso que hago la calificaCión prevenido en el 
artículo anterior, y el que decrete los re/armas 

Artículo 169. Los reformas o adiciones que se propongan en los años sigUientes al de 
treinta, se tomarán en consideraCión por el Congreso en el segundo año de coda bienio, y si 
se c:alificaren necesanas según lo prevenido en el artículo anterior, se publicará esto resolución 
poro que el Congreso siguiente se ocupe de ellos 

Artículo 170. Poro reformar o adicionar esto Constitución o lo Acto Constitut VO, se 
observará además de los reglas prescritas en los artículos anteriores, todos los requiSitos pre­
venidos paro lo formación de los leyes, a excepción del derecho de hacer observaciones 
concedido 01 preSidente en el artículo 106 " 



62 PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO PARA IMPUGNAR UNA REFORMA.. 

del inicio de su vigencia, pero sujeto a la decisión del 

Supremo Poder Conservador, que era el superpoder 

creado sobre los demás Poderes del Estado, el que, 

por tanto, tenía la decisión final sobre la consumación 

de la reforma; y que se seguirían, en lo general, las 

reglas para las reformas de las leyes secundarias. 47 

De igual manera, resulta interesante señalar que en el 

artículo 12, fracción 1, de la Ley Segunda, se le otorgó 

al Supremo Poder Conservodor la facultad para, de 

oficio o a petición del Ejecutivo, de la Corte de Justicia 

o de parte de los miembros del Legislativo, declarar la 

nulidad de una ley o decreto cuando fuesen contrarios 

a un artículo expreso de la Constitución. 

• En las Bases de Organizacián Política de la República 

mexicana (también conocidas como Bases Orgánicas) 

de mil ochocientos cuarenta y tres, se eliminaron las 

limitantes de los ordenamientos predecesores en torno 

a la posibilidad de reformar lo Constitución, pues en 

el artículo 202 se precisó que en cualquier tiempo 

podrían hacerse alteraciones o reformas, para lo cual 

se debía seguir el procedimiento ordinario legislativo, 

con la única distinción de que las reformas o adiciones 

debían ser aprobadas por las dos terceras partes de los 

.7 Lo Ley Séptima, bajo el título: "Variación de las leyes constitucionales" señalaba: 
1 En seis anos, contados desde lo publicación de esto Constitución, no se podrá hacer 

alteración en ninguno de sus artículos. 
2. En los variaciones que posado ese periodo se intenten hacer en ellos, se observarán 

indispensablemente los requisitos prevenidos en el artículo 12, párrafo 10 de lo segunda ley 
constitucional, en el artículo 26, párrafos 1 y 3, en los 28, 29 y 38 de lo tercero ley constitu­
cional, y en el 17, párrafo 2 de la cuorto. 

3. En los iniciativos de variación, lo mismo que en las de todas las otras leyes, puede lo 
Cómara de Diputados no sólo alterar la redacción, sino aun añadir y modificar, poro darle 
perfección al proyecto. 

4. Los proyectos de variación, que estuvieren en el caso del artículo 38 de lo tercera ley 
constitucional, se sujetarán a lo que él previene." 
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votos tanto de la Cámara de Diputados como de la 

Cámara de Senadores. 48 

• El Acta Constitutiva y de Reformas de mil ochocientos 

cuarenta y siete, documento constitucional singular­

mente importante dado que reinstauraba el régimen 

federal en México, retomó diversos límites materiales 

a la reforma constitucional, pues prohibió que se modi­

ficaran los artículos relacionados con la independen­

cia de la Nación, su forma de gobierno, así como la 

división, tanto de los Poderes Federales, como los de 

los Estados. 49 

Por lo que se refiere al procedimiento, dicha Acta Cons­

titutiva dispuso que la reforma debía ser aprobada 

por los dos tercios de los integrantes de las Cámaras 

de Diputados y Senadores, o bien por la mayoría de 

dos Congresos distintos e inmediatos, en el entendido 

de que, si la reforma se refería a la limitación en la 

extensión del territorio de los Estados, debía contarse, 

además, con la aprobación de la mayoría de las Legis­

laturas Estatales 50 

" 'Artículo 202_ En cualquier tiempo podrón hacerse alteraCiones o reformas o estos 
bases. En las leyes que se dieren sobre esla motena, se observará todo lo prevenido respecto 
de los leyes comunes, sin más diferenCia que para toda votación, sea la que fuere, no se han de 
requerir rli más rli menos de dos terceros de votos en las dos Cámaras El Ejec-utlvo tel'dró en 
estos casos la facultad 20 del mI. 87 ' 

'" "Articulo 29_ En ningún coso se podrán alterar los pnncipios que establecen lel inde­
pendenCia de la NOClán, su formo de Gobierno republicano representativo, popular, "ederal 
y lo división, tanto de los poderes generales, como de los Estados" 

'''Articulo 28_ En cualquier tiempo podrán reformarse los artículos de la Acta Constitutiva, 
dEl la Constitución Federol y de la presente Acta, slernpre que los reformas se acuerden por 
los dos tercios de ambos Cámoras o por lo mayoría de dos Congresos distintos e Inmediatos 
Las reformas que en lo sucesivo se propusieren limitando en algún punto la extensión de los 
Poderes de los Estados, neceSltarón ademós lo aprobación de lo mayoria de las Leglsl.Jluras 
En todo proyecto de reformas se observará lo dilacián establecido en el artículo anterior.' 
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• El desarrollo de los debates en el Constituyente de 

1856-57 resulta esencial para entender nuestro sis­

tema vigente de reformas a la Constitución; recuér­

dese que entonces se propuso y se aprobó un sistema 

unicameral. En ese sistema, el artículo 125 del Proyecto 

de la Constitución Politica de la República mexicana de 

dieciséis de junio de mil ochocientos cincuenta y seis 

planteaba un procedimiento de reforma constitucional 

complejo con la participación de dos Congresos suce­

sivos y sujeto a un doble referéndum popular. 51 

El texto original fue retirado por la Comisión del Pro­

yecto Constitucional en la sesión del dieciocho de 

noviembre de mil ochocientos cincuenta y seis, en virtud 

de la impugnación formulada principalmente por el 

diputado Francisco Zarco, relacionada con la partici­

pación popular en la votación de las reformas cons­

tituciona les propuestas. 

Con base en estas ideas, la Comisión presentó un nuevo 

texto.que fue aprobado en el Congreso Constituyente, 

convirtiéndose así en el artículo 127 de la Constitución 

de mil ochocientos cincuenta y siete, el cual quedó 

redactado en los siguientes términos: 

51Ese precepto establecía: 
"Artículo 125. lo presente Constitución puede ser adicionada o reformado. Mas poro que 

los adiciones o reformas lleguen o ser porte de lo Constitución, se requiere: que un Congreso, 
por el voto nominal de dos terceros partes de sus miembros presentes, acuerde qué artículos 
deben reformarse; que este acuerdo se publique en las periódicos de todo lo República tres 
meses antes de la elección del Congreso inmediato; que los electores, al verificarlo, manifiesten 
si estón conformes en que se hago lo reformo, en cuyo caso lo harón constaren los respectivos 
poderes de los diputados; que el nuevo Congreso formule los reformas, y éstos se someter6n 
01 voto del pueblo en la elección inmediata. Si lo mayoría absoluta de los electores votare a 
favor de los reformas, el Ejecutivo las sancionaró como porte de la Constitución." 
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"Artículo 127. La presente Constitución puede ser adicio­

nada a reformada. Paro que las adiciones a reformas 

lleguen a ser parte de la Constitución, se requiere que 

el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terce­

ros partes de sus individuos presentes, acuerde las 

reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por 

la mayoría de las legislaturos de los Estados. El Con­

greso de la Unión hará el cómputo de los votos de las 

legislaturos y la declaración de haber sido aproba­

das las adiciones o reformas." 

Como se desprende del precepto mencionado, la Cons­

titución de mil ochocientos cincuenta y siete exigía, 

para la reforma constitucional, el voto de las dos terce­

ras partes de los individuos presentes del Congreso de 

la Unión (funcionando en asamblea única), así como 

el de la mayoría de las Legislaturas de los Estados. 

Resulta importante tener presente que ese sistema era 

totalmente congruente con un esquema de Congreso 

de la Unión conformado únicamente por diputados. 52 

• En mil ochocientos setenta y cuatro, cuando se re­

formó el texto constitucional para incorporar nueva­

mente el sistema bicameral, no se modificó el texto 

e', De lo Histona del Congreso Constituyente 1856- ¡ 857 de Francisco Zarco, resulta I:anve­
niente rescatar lo opinión formulado por el diputado Gordo Granados en contra de la Instau­
raCión del Senado, expresado en los siguientes términos El señor García Granados se 
declara en contra del Senado porque lo considera funesto. Le ocurre lo dif,cultad de que, 
cuando hoyo discordia entre los dos cálnoros, seró imposible formar un gabinete parlamentario, 
porque, si sale del Senado, tendrá en contra o lo Cámara de Diputados, y Viceversa, siendo 
imposible que el gobierno se conforme o lo que exige el sistema representativo. Por más que se 
hago por popularizar el Senado, los senadores se creerán siempre más distinguidos que los 
diputadas y tendrán aspiraCiones aristocrótlcas 



66 PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO PARA IMPUGNAR UNA REFORMA ... 

del artículo 127, relacionado con el procedimiento de 

reforma constitucional, pasando por alto que, a partir 

de la reforma indicada, dicho órgano legislativo se 

encontraba conformado tanto por la Cámara de Dipu­

tados como por la Cámara de Senadores, las cuales 

no sesionaban necesariamente en forma conjunta. 53 

De igual manera, en mil ochocientos setenta y cuatro 

no se señaló expresamente, como sí se hizo en los 

textos constitucionales de mil ochocientos veinticuatro, 

mil ochocientos treinta y seis y mil ochocientos cua­

renta y tres, el procedimiento que debía seguirse para 

la reforma constitucional, dado que se había reins­

taurado el sistema bicameral. No obstante, desde enton­

ces, por práctica y usos parlamentarios se siguió el 

procedimiento señalado hoy en el artículo 72 para la 

expedición de las leyes, es decir, un procedimiento 

que implica la intervención sucesiva, no conjunta, de 

ambas Cámaras." 

• La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­

canos de mil novecientos diecisiete, en torno al proce­

dimiento de reforma constitucional adoptó, práctica­

mente sin discusión, el mismo modelo y texto de su 

predecesora, al disponer en su artículo 135 lo siguiente: 

Artículo ¡ 35. La presente Constitución puede ser adi­

cionada o reformada. Para que las adiciones o refor-

53 No se pudo encontrar explícoción alguna o esa circunstancia, lo que hace presumir 
que se trata de una omisión por parte de los Constituyentes de 1874. 

5~ En ninguno de las Reglamentos para el Gobierno Interior del Congreso, como tampoco 
en las dos Leyes Orgánicas expedidos en 1979 y 1999, respectivamente, ha existido precepto 
alguno respecto 01 procedimiento de reforma constitucional. 
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mas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que 

el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terce­

ras partes de los individuos presentes, acuerden las 

reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por 

la mayoría de las legislaturas de los Estados. El Con­

greso de la Unión hará el cómputo de los votos de las 

legislaturas, y la declaración de haber sido aproba­

das las adiciones o reformas. 

Dicho precepto fue adicionado por decreto publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de 

octubre de mil novecientos sesenta y seis (como se hizo 

notar en la resolución de la Comisión de Receso ahora 

impugnada), sólo en cuanto a que el cómputo del voto 

de las legislaturas en lo que atañe a las reformas o 

adiciones constitucionales y la declaración de que 

éstas queden incorporadas a la Constitución, pueden 

formularse tanto por el Congreso de la Unión, cuando 

esté en sesiones, como por la Comisión Permanente 

durante sus periodos de receso, para quedar redac­

tado, con su texto vigente hasta ahora. 55 

De acuerdo con lo antes descrito, resulta indiscutible que 

en México el Constituyente optó porque la función de reforma 

constitucional sea realizada por un órgano integrado por el 

Congreso General (dos Cámaras y, en su caso, para la decla-

\ El texto quedó en los siguientes términos: 
"Art. 135. la presenle Constitución puede ser (]dlcionada o reformada. Para que las 

adiciones o reformas lleguen o ser parte de lo misma, se requiere que el Congreso de lo Jnión, 
por el voto de las dos terceras partes de los indiViduos presentes, acuerden las reformas o 
adiciones, y que éstas seon aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados. 

El Congreso de la Unión o la Comisión Permanenle en su coso, harán el cómputo de los 
votos de las legislaturas y lo declaraCión de haber Sido aprobadas los adiciones o reformas.' 
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ración, la Comisión Permanente) y las Legislaturas de los Estados 

Federados, sin que tenga injerencia alguna el Poder Judicial 

de la Federación. Así lo establece el artículo 135 cuando dis­

pone que una reforma o adición solamente llega a formar 

parte de la Constitución, cuando: a) ha sido aprobada por 

mayoría calificada en ambas Cámaras; b) con el voto apro­

batorio a la reforma o adición aprobada por el Congreso de 

por lo menos más de la mitad de las Legislaturas Estatales, y; 

c) ha sido formulada la declaración de aprobación por el 

Congreso (en sede de Cámaras actuando sucesivamente) o, 

en su caso, por la Comisión Permanente, una vez que se ha 

realizado el cómputo de los votos de las Legislaturas Estatales. 

De ahí que la reforma constitucional, adquirirá la calidad 

de norma suprema cuando cumpla con esos requisitos, por­

que conforme lo dispuso el Constituyente, ello es producto de 

la decisión de quienes electos democráticamente son únicos 

depositarios de la soberanía popular, para el efecto de intro­

ducir adiciones o modificaciones a la Ley Fundamental. 

Conforme a lo anteriormente expuesto, se confirma ---<:omo 

lo consideré en el voto de minoría del precedente antes citado-, 

que las diversas denominaciones que hemos mencionado, 

como son: Órgano Revisor, Poder Constituyente Permanente, 

Poder Revisor, entre otras,56lo que hacen es connotar la fuente 

formal instituida por el Constituyente originario para la genera­

ción de normas fundamentales, mediante reformas o adicio­

nes al texto primigenio aprobado por él. 

56 Denominaciones que se aplican para identificar al órgano complejo (que se constituye 
con el concurso de órganos federales y estatales) que realiza lo función de reforma cons­
titucional. Se utilizo preferentemente el VOcablo Constituyente Permanente por considerar que 

reflejo cabalmente la naturaleza del órgano complejo que tiene o su cargo la superior potestad 
de alterar los contenidos de la Ley Fundamental 
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111. C. RAZONES y ARGUMENTOS EN QUE SE SUSTENTA EL 

DISENSO DE LA RESOLUCiÓN DE LA MAYORíA 

Una vez recordada el marca juridico histórica-Constitucional 

que precedió al vigente artículo 135 de nuestra Norma Funda­

mental, proceda a desvirtuar las cuestionamientos desarrolla­

das en el proyecta, que sirvieran de sustenta para determinar 

que na resulta causa manifiesta e indudable de improcedencia 

la impugnación, par media del juicio de ampara, del procesa 

de reformas a la Constitución. 

El proyecta establece que el sistema de procedencia del 

ampara en México está compuesta par normas de carácter 

permisiva y otras de carácter prohibitiva; que las primeras se 

encuentran previstas en el artículo 103 constitucional y en el 

la. de la Ley de Ampara; que par su parte, el artículo 73 de 

la Ley de Ampara establece una lista importante de supuestas 

en las que na procede el juicio de garantías; que en las nor­

mas aludidas na se encuentra de manera expresa ninguna 

permisión ni tampoco una prohibición en relación a la proce­

dencia del ampara respecta de una reforma constitucional, y 

establece en la vio interpretativa que na se puede concluir 

que el ampara na proceda contra una reforma constitucional, 

pues el acta reformatoria puede perfectamente ser entendida 

cama un acta de autoridad. 

Na comparta el sentida del proyecta parque en la misma 

vio interpretativa en que se funda, cabria la pasibilidad de 

concluir en sentido contrario, en virtud de que si bien es cierto 

que en la Ley de Ampara na existe disposición expresa en el 

sentida de considerar improcedente dicha juicio en contra 
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del procedimiento de reformas a la Constitución, también lo 

es que tratándose del tema que nos ocupa, en el artículo 135, 

el Constituyente -como ya lo señalé-, depositó en el Con­

greso de la Unión, o sea, en sus dos Cómo ras, o en la Comisión 

Permanente, la declaración de la reforma constitucionol, y lo 

responsabilizó de sancionorlo con el carócter de órgano límite; 

consecuentemente, en mi opinión, ésta sería una razón sufi­

ciente para sostener la improcedencio del juicio de amparo. 

En efecto, el juicio de ampara no fue construido para poder 

impugnar una reforma constitucional, en términos de los ar­

tículos 103 y 107 constitucionales, sino como un mecanismo 

que suietara al control iudiciallos actos de autoridad y las leyes 

entendidas como normas secundarias, pero no los precep­

tos constitucionales o los procesos de reforma constitucional. 

No obstante, en virtud de que este tema se relaciona con los 

límites formales del Poder Reformador previstos en el artículo 

135 de la Constitución Federal y las consecuencias de su inob­

servancia, me reservo a desarrollar este tópico más adelante. 

En la resolución se señala que en la teoría constitucional 

contemporánea (lo cual ha de entenderse, en todo caso, que 

parte y no toda la teoría constitucional contemporánea sostiene 

este punto de vista), se plantea una distinción entre Poder Cons­

tituyente y Poder de Reforma. Se dice que cuando no se recono­

cen límites de ningún tipo a la operación de reforma constitu­

cional, entonces se está proclamando la identificación entre 

Poder Constituyente y Poder de Reforma. En cambio, cuando 

se entiende que la reforma tiene unas fronteras que de ningún 

modo puede sobrepasar el Poder de Reforma, lo que se está 

consagrando es la diferencia taiante entre Poder Constituyente 
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y Poder de Revisión. 57 Así, se admite que el Poder de Reforma 

es limitado y se corresponde con el principio jurídico de supre­

macía constitucional, mientros que el Poder Constituyente es 

ilimitado y se corresponde con el principio político de sobe­

ranía popular. 

Se concluye señalando que la Constitución Político de los 

Estados Unidos Mexicanos no establece límites explícitos o 

cláusulas de intangibilidad, pero sí implícitos. De éstos, se iden­

tifican los formoles que se contienen en el artículo 135 consti­

tucional, referido al procedimiento de reforma y los límites mate­

riales del Poder Reformador tendrían que ser definidos por esta 

Supremo Corte de Justicia de lo Noción, yen todo caso estarían 

relacionados con lo garantía de los derechos fundamentales y 

con lo división de poderes. Aserto este último que no tiene ningún 

asidero constitucional expreso en nuestro sistema iurídico. 

Sostuve en el voto que formulé con motivo del recurso de 

reclamación 01 que he aludido con anterioridad, que nuestra 

Constitución vigente no califica expresamente como Poder 

01 concurso de instancias previsto en el artículo 135 para adicio­

nar o reformar lo Ley Fundamental (como tampoco lo hicieron 

los que la precedieron). No obstante, uno parte muy impor­

tante de la doctrino constitucional, el Legislativo y el propio 

Pleno de esto Supremo Corte de Justicia de lo Noción le han 

otorgado ese carácter. 58 

. Ahrmación que puede no ser exacta pues conforme o innovodoros expenencias, hoy en 
día, se concibe, inclusive como re~lulaClón de la propio ConstitUCión, la posibilidad de convocar 
o un Con51iiuyenle que puedo revisarlo y modificarlo en su integridad; y ese Cansl¡'uyente 
puede quedar sujeto o los límites o reglas que se le impongan en lo convocatorio respectivo. 
Véose o gUI$O de ejemplo el régimen constituCional español vigente en lo noto 65 siguiente 

'" Ver noto 38 
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Es claro que el concepto que nos ocupa se encuentra apli­

cado específicamente, conforme al principio de división de 

poderes recogido en nuestra Ley Fundamental en los artículos 

40,41 y 49, para el ámbito federal, yen el 116 para el ámbito 

estatal, a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial; divisián 

que obedece a una óptica funcional, lo que quiere decir que 

dichos poderes se encargan, en principio, respectivamente y 

por conducto de los órganos que los componen, preponde­

rante y esencialmente del ejercicio de una de las tres funciones 

tradicionales, que derivan de las atribuciones que el Constitu­

yente ha señalado a cargo del Estado conforme al tradicional 

principio de división de poderesS9 (que hoy día se encuentra 

más atemperado con la creación de los órganos constitu­

cionales autónomos)60 

59 Si bien el sistema de división de poderes es flexible como lo ha definido lo Segunda Sala 
esta Supremo Corte de Justicia de la Nación en la tesis visible en lo pógina 117, Volúmenes 151-156, 
correspondiente a lo Séptimo Época del Semanario Judicial de lo Federación, que señalo: 
"DIVISiÓN DE PODERES. SISTEMA CONSTITUCIONAL DE CARÁCTER FLEXIBLE. lo división 
de poderes que consogra lo Constitución Federal no constituye un sistema rígido e inflexible, sino 
que admite excepciones expresamente consignadas en la propia Carta Magno, mediante las 
cuales permite que el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo o el Poder Judicial eIerwn funciones 
que, en términos generales, corresponden o la esfera de los atribuciones de otro poder. Así, el 
artículo 109 constitucional otorgo el ejercicio de facultades jurisdiccionales, que son propias 
del Poder Judicial, o los Cómoros que integran el Congreso de lo Unión, en los casos de delitos 
oficiales cometidos por altos funcionarios de la Federación, y los artículos 29 y 131 de lo propio 
Constitución consagran lo posibilidad de que el Poder Ejecutivo ejerzo funciones legislativos 
en los cosos y bajo los condiciones previstos en dichos numerales. Aunque el sistema de división 
de poderes que consagra la Constitución General de la República es de carácter flexible, ello no 
significa que los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial puedan, motu propria, arrogarse facul­
tades que corresponden o otro poder, ni que las leyes ordinarias puedan atribuir, en cualquier 
caso, a uno de los poderes en quienes se deposito el ejercicio del Supremo Poder de lo Federa­
ción, facultades que incumben a otro poder. Para que seo vólido, desde el punto de visto cons­
titucional, que uno de los Poderes de la Unión ejerza funciones propias de otro poder, es necesario, 
en primer lugar, que así lo consigne expresamente la Corta Magno o que la función respectiva 
sea estrictamente necesaria para hacer efectivas las facultades que le son exclusivas, y, 
en segundo lugar, que la función se ejerza únicamente en los casos expresamente autorizados 
o indispensables para hacer efectiva una facultad propia, puesto que es de explorado derecho 
que las reglas de excepción son de aplicación estricto." 

60 Atemperado, en tanto son los Poderes tradicionales los que intervienen, con distintos moda­
lidades, en su constitución, funcionamiento, vigilancia, disciplina y supervisión presupuestal 
de los órganos constitucionales autónomos. 



VOTO PARTICULAR QUF FORMULA EL MINISTRO JOSF FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SMAS 73 

Se afirma que las reglas de división de poderes se aplican 

solamente en principio, dado que la teoría que informó su 

creación nunca ha operado de manera absoluta; la realidad 

ha generado que en los textos constitucionales se establezcan 

variadas e importantes excepciones a dicho principio. En este 

sentido, se podría afirmar que el principio de división de pode­

res se atempera con un principio constitucional implícito de dis­

tribución flexible de funciones y competencias entre los distin­

tos órganos públicos previstos en la Constitución ól 

De lo anterior se sigue que el Constituyente estableció que 

la extraordinariamente importante potestad (función) de reforma 

constitucional no estaría a cargo de ninguno de los tres Poderes 

tradicionales (Legislativo, Ejecutivo y Judicial); dispuso en cambio, 

en el artículo 135, que ella estaría a cargo del Congreso ele la 

Unión y de las Legislaturas de los Estados, formando así una 

complementariedad orgánica indisoluble entre ellos para el 

ejercicio de esa función. 

Ahora bien, conforme con lo anteriormente sostenido, 

resulta válido entender por: a) Poder, a la estructura constitu­

cional que tiene a su cargo, por su naturaleza, el ejercicio 

básico y predominante de una potestad o función sustancial 

para el Estado; y b) por órganos, a las distintas personas jurí­

dicas con capacidad (competencia) de producción normativa 

para el adecuado ejercicio de la potestad o función, y que a 

través ele uno o varios titulares, personas humanas (que me­

diante elección o designación legal, con el apoyo de recursos 

PrlncipLO que se pueJe desprender del OXIDrilO 'los outor,dodes solornellle pueden 

hacer lo que les eslá expresamente permltrdo", del cual a su vez deriVa el prinCipia de le~alldad 

que rige el funCionamiento de los órganos publicas 
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humanos, materiales y financieros necesarios), materializan 

dicho ejercicio de competencias, según lo dispuesto por el 

orden jurídico positivo (teoría de lo imputación). 

Esto no es inusitado. En nuestro sistema constitucional, el 

Poder del Estado es uno, aunque para su ejercicio se divido en 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, tal como lo señalo el artículo 

49 de lo Constitución, que establece en su primer párrafo: 

"El Supremo Poder de lo Federación se divide para su ejercicio 

en Legislativo, Ejecutivo y Judicial"6' El Poder Ejecutivo se depo­

sito en un órgano simple unipersonal denominado Presidente 

de los Estados Unidos Mexicanos (artículo 80);63 el Poder Legisla­

tivo se deposito (artículo 50) en un órgano complejo denomi­

nado Congreso General, que se deposito en dos órganos 

colegiados denominados Cámaras de Diputados y de Senado­

res (y aunque formalmente no se establece así, debe señalarse 

que también se deposito, como órgano colegiado de receso, 

en lo Comisión Permanente, según lo dispone el artículo 78); 

y el Poder Judicial se deposito (artículo 94) en un órgano cole­

giado denominado Supremo Corte de Justicia de lo Noción, un 

órgano colegiado y complejo denominado Tribunal Electo­

ral, órganos colegiados denominados Tribunales Colegiados 

de Circuito, órganos simples unipersonales denominados Tri­

bunales Unitarios de Circuito y órganos simples unipersonales 

denominados Juzgados de Distrito, además de contar con el 

órgano colegiado no jurisdiccional denominado Consejo de 

lo Judicatura Federal; todos ellos 01 tiempo de ser depositarios 

inmediatos y directos, respectivamente, de uno de los Poderes, 

62 Lo división de poderes no es otro coso que la distribución ormónico de las facultades 
del Estado 

63 DenominOClón que connota al órgano públiCO en que se deposito el Poder Ejecutivo Federal 
y al mismo tiempo 01 individuo (persona humano) que ha sido electo paro ocupar el cargo 
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son órganos con competencia delimitada, que a su vez se 

apoyan, para el adecuada eiercicia de las competencias que 

derivan de la función que tienen encomendada, en otros múlti­

ples órganos que tienen también, en muchos casos, una base 

constitucional para su existencia. 64 Todos esos órganos, prima­

rios y derivados, actúan por conducto de los titulares, quienes 

se apoyan en los recursos humanos, financieros y materia­

les que tiene asignados. 

Conforme a lo anterior, se puede concluir que el uso por 

analogía del concepto Poder para referir al coniunto de órga­

nos que tiene a su cargo de manera exclusiva y excluyente la 

función sustancial de reforma constitucional que como se explica 

más adelante es una función más trascendente (o por lo menos 

mucho más amplia) que la de los otras poderes constituidos, no 

es inadecuada o impertinente; asimismo, que si se siguen las 

reglas y principios que hemos aplicado a los tres clásicos poderes, 

tampoco resulta incorrecto hablar de que dicho Poder se en­

cuentra depositado en un órgano compleio que se integra con 

el Congreso de la Unión y las Legislaturas Estatales, puesto 

que el eiercicio de esa función solamente se puede llevar a 

cabo con el concurso de esos órganos, actuando necesaria 

e indefectiblemente como una unidad orgánica competencial, 

para que su eiercicio sea constitucionalmente válido. 

Como coralario de lo anterior, se puede afirmar que la 

concurrencia del Congreso de la Unión y las Legislaturas, cons­

tituye el órgano compleio previsto en el artículo 135, que 

,,4 Piensese, corno elemplos destocados, respecto del Poder Ejecutivo en los Secretorias de 
Estado y las entrdades poroestatales; en el Poder Legislativo las comisiones de d,ctamen y la 
Auditorio Superior de la FederaCión; en el Poder JudiCial en el Pleno, las Solos y los comisiones 

del Conselo de lo Judicatura 
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puede asimilarse al concepto de Poder, pero el cual, aún siendo 

también un órgano constituido, al realizor el ejercicio de la 

función de reforma constitucional que tiene otorgada, se en­

cuentra por encima de los otros tres poderes y de cualquier 

órgano público sea federal o local, en virtud de que es el único 

que, mediante el desempeño de su capacidad normativa y 

mediante reformas o adiciones a la Constitución, puede suprimir, 

reformar, adicionar o matizar las atribuciones y las funciones 

estatales y por ende, también las estructuras y la distribución 

de competencias determinada por el Poder Constituyente Origi­

nario para los otros poderes y órganos del Estado, incluyendo 

los de los órdenes locales y municipales. Inclusive, como se 

ha dicho, puede crear órganos fuera de la esfera de los tres 

Poderes que realizon funciones, originalmente de la compe­

tencia de éstos, de manera autónoma. Precisamente por esa 

capacidad normativa excepcional que es el único que la tiene, 

para poder alterar las competencias y facultades originales 

de los otros poderes, e inclusive, para crear órganos autóno­

mos fuera de la esfera de competencia de los poderes, yo me 

he inclinado a calificarlo e identificarlo, recogiendo la termi­

nología empleada por algunos grandes constitucionalistas, 

en especial Felipe Tena Ramírez, como: "Poder Constituyente 

Permonentell
• 

Aunque en la resolución de la mayoría se hace un desa­

rrollo muy interesante sobre este tema y se concluye que es 

un Poder Constituido, punto en el que coincido, como acabo 

de expresar, en tanto que nació de la decisión del Constitu­

yente originario que desapareció y lo dejó creado, confirién­

dole en exclusiva, la potestad reformadora de la Norma 

Fundamental, lo cierto es que la conclusión a la que se arriba 

en la resolución de la mayoría en cuanto a los límites materia-
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les omite señalar que en todos los casos, incluyendo el ejemplo 

español que en concreto se citó en el proyecto, es el Constitu­

yente Originario el que marco los límites formoles y materiales 

del Constituyente Permanente; y que si no lo hace, el propio 

órgano revisor de lo Constitución, mediante reformas poste­

riores, podría eventualmente auto-señalárselos. 65 

Lo resolución, 01 contestar los cinco preguntas que pro­

pone, parecería dar respuesto afirmativo o lo temática funda­

mental: ¿Puede lo Supremo Corte de Justicia de lo Noción 

arrogarse facultades o competencias paro revisor los actos 

del Poder Constituyente Permanente, cuando no le han sido 

Así, lo que no se señaló fue que el Constituyente originario de la ConstdUClón Españolo 
vigente previó la posibilidad de convo,ar o otro Poder Constituyente poro reformar totalmente 
lo Constitución. Lo ConstitUCión Españolo señalo 

'Artículo 87.1 Lo iniciativo legislativo corresponde 01 Gobierno, 01 Congreso y 01 Senado, 
de acuerdo con lo Constitución y los Reglamentos de los Cámaras 2. Los Asambleas de los 
Comunidades Autónomos podrán solicitar del Gob,erno lo adopción de un proyecto de ley o 
remitir o lo Meso del Congreso uno proposición de ley, delegando ante dicho Cámara un rráxlmo 
de tres miembros de lo Asamblea encargados de su defensa. 3. Uno ley orgánico regulará 10$ 
formas de ejerciCIo y requisitos de lo iniciativo popular poro lo presentaCión de proposi-:iones 
de ley. En todo coso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditados. No procederá dicho 
iniciativo en materias prop'os de ley orgánico, tributarios o de carácter internacional, ni en lo 
relativo o lo prerrogativa de gracia 

"De lo reforma constitucional 
"Artículo 166 Lo iniciativo de refolma conshtucionol se eiercerá en los términos previstos 

en los aportados 1 y 2 del artículo 87 Articulo 167 I Los proyectos de reformo constitucional 
deberán ser aprobados por uno mayoría de tres qUintos de cada uno de los Cámaras Si no 
hubiera acuerdo entre ambos, se Intentará obtenerlo mediante la creación de uno ComisIón 
de composición paritorio de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado 
por el Congreso y el Senado. 2. De no lograrse lo aprobación mediante el procedimiento del 
apartado anterior, y siempre que el texto hubiere obtenido el voto favorable de lo mayoría 
absoluto del Senado, el Congreso. por mayoría de dos tercios, podrá aprobar lo rdormo 
3. Aprobado la reformo por los Cortes Generales, será sometido o referéndum paro su ratifi­
cación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes o su aprobación, uno 
décimo parte de los miembros de cualquIera de los Cámaras. Artículo 1681 Cuando se 
propusiere la revisión total de lo Constitución o uno parCial que afecte 01 Título preliminar, 01 
capítulo 11, Sección primera del Título 1, o 01 Título 11, se procederá o lo aprobación del 
prinCipio por mayoría de dos tercios de cado Cámara, yola disolución inmediato de los 
Cortes. 2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar lo decisión y proceder 01 estudio del nuevo 
texto constitucional, que deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambos Cámaras 
3. Aprobado lo reformo por los Cortes Generales, será sometido a referéndum pora su ratifica­
ción. Artículo 169 No podrá iniciarse lo reforma constitucional en tiempo de guerro o de 
Vigencia de alguno de los estados previstos en el artículo' 
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expresamente conferidas, mediante el ejercicio de una inter­

pretación laxa de normas constitucionales que le otorgan expre­

samente facultades de revisión de actos de las autoridades u 

órganos públicos y leyes secundarias cuando violen garantías 

individuales? ¿Es el Poder Constituyente, en cuanto sus facul­

tades y competencias, equivalente a cualquiera de los Poderes 

Legislativo, Ejecutivo o Judicial?; ¿Es la reforma constitucio­

nal una ley equivalente a las expedidas por el Congreso de la 

Unión o las Legislaturas de los Estados? Sin embargo, en mi 

opinión, todas las respuestas, independientemente de los 

demás razonamientos que se presentan en su contra, parten de 

una petición de principio para sostener la procedencia del juicio 

de amparo: la Suprema Corte de Justicia de la Nación es la 

que decide y define, de manera absoluta y sin restricción alguna, 

los alcances de los límites a sus competencias, impuestas en 

la Constitución. 

Es cierto que parece haber consenso en el aserto de que la 

doctrina es coincidente al sostener que la reforma constitu­

cional puede estar sujeta, por un lado, a límites materiales o 

sustanciales y, por el otro, a límites formales o de procedimiento. 

Los límites materiales se entienden como aquellas cláusulas 

o normas establecidas expresamente en el propio texto cons­

titucional, a través de las cuales se prohíbe modificar uno o 

varios enunciados constitucionales referidos a decisiones polí­

ticas o derechos que se les considera, en un momento dado, 

con el carácter de fundamentales; mientras que los límites for­

males se encuentran referidos al cumplimiento de determi­

nados requisitos procedimentales a que queda sujeta la 

reforma misma, que en el caso de las llamadas constituciones 

rígidas, coma la nuestra, son distintos y mayores que los exi­

gidos para el procedimiento legislativo ordinario. 
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Del análisis del artículo 135 constitucional vigente se des­

prende que, conforme a la literalidad de su texto, no establece 

expresamente límites materiales para la reforma, como sí 

ocurrió, por ejemplo, en la Constitución Federal de mil ocho­

cientos veinticuatro, o bien en el Acta Constitutiva y de Reformas 

de mil ochocientos cuarenta y siete, donde como quedó rese­

ñado antes, se prohibía reformar los preceptos relacionados 

con la independencia de la Nación, forma de gobierno 

republicano representativo, popular, federal, y división de 

poderes, entre otras. 

Sin embargo, sí existen límites formales para reformar la 

Constitución, los cuales se encuentran previstos y delimitados 

en el referido numeral 135, y que consisten, en su literali­

dad, en lo siguiente: 

a) Que las reformas o adiciones se acuerden por las dos 

terceras partes de los miembros presentes del Congreso 

de la Unión. 

b) Que las reformas o adiciones se aprueben por la ma­

yoría de las Legislaturas de los Estadas. 

c) Que el Congreso de la Unión o, en su caso, la Comisión 

Permanente, realice el cómputo de los votos de las Legisla­

turas y emitan la declaratoria de haber sido aprobadas 

las adiciones a reformas. 

En relación con los límites antes mencionados, debe recono­

cerse que la declaración de aprobación de las adiciones o 

reformas por el Congreso de la Unión o, en su caso, por la 

Comisión Permanente, supone la verificación del cumplimiento 
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de las formalidades de quórum y votaciones necesarios para 

ello, que respecto del Congreso de la Unión se encuentran pre­

vistas en el artículo 63 constitucional,66 y en lo que se refiere 

a las Legislaturas Estatales, corresponde determinarlo a las 

Constituciones locales, de conformidad con el artículo 41 cons­

titucional. 67 

Así, puede colegirse que la función de adición o modifi­

cación de la Constitución estó supeditada por nuestro propio 

orden juridico constitucional, de manera expresa, solamente 

a ciertas formalidades procedimentales, pues en un aspecto 

esencial o material no se limita, de manera explícita, en cuan­

to al contenido y alcance de una adición o reforma; en 

cambio, no hay duda, sí deben respetarse las reglas para 

introducir cualquier adición o reforma, lo que tiende a lograr 

la estabilidad y permanencia de los principios jurídicos y polí­

ticos fundamentales plasmados en el texto constitucional mien­

tras así sean considerados. 

Por otra parte, en cuanto a los límites materiales, en nuestro 

sistema constitucional, no existe prevención expresa; sin em­

bargo, en un régimen de distribución de competencias, el Poder 

Reformador encuentra estos límites -que son extensivos para 

66 "Artículo 63. Los Cómaras no pueden abrir sus sesiones ni eiercer su cargo sin la concu­
rrencia, en cada una de ellos, de más de la mitad del número lotol de sus miembros; pero los 
presentes de una y otro deberán reunirse el día señalado por la ley y compeler a los ausentes 
a que concurran dentro de los treinta días siguientes, con la advertencia de que si no lo 
hiciesen se entenderá por ese solo hecho, que no aceptan su encargo, lIamóndose luego o 
los suplentes, los que deberán presentarse en un plazo igual, y si tampoco lo hiciesen, se dedo· 
roró vacante el puesto ._." 

6/ "Artículo 41. El pueblo eierce su soberanía por medio de los Poderes de lo Unión, en 
los cosos de lo competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toco a sus regímenes 
interiores, en los términos respectivomenle establecidos por lo presente Constitución Federal 
y los particulares de los Estados, los que en ningún coso padrón contravenir los estipulaciones 
del Pacto Federal. " 
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los otros poderes constituidos-, en el ámbito exclusivo de facul­

tades, dentro del cual encuentran su propia autoregulación. 

Tan es cierta la falta de límites materiales para la facultad 

reformatoria del Poder Constituyente Permanente en México, 

que a lo largo de estos 91 años de vigencia de nuestra Consti­

tución, no existe un solo Título o Capítulo de la misma que no 

haya sufrido reformas o adiciones. Algunas de las más impor­

tantes son, por ejemplo: para acotar o limitar algunas de las 

garantías individuales (es decir, los derechos fundamentales),68 

"" ARTiCULO 1 o (1 a. Reforma DOF 14 08-2001 20. Reformo OOF 04-12-2006); ARTícu­
lO 20_ (la. Reformo DOF 14-08-2001); ARTíCULO 30. (10_ Reformo DOF 13-12-1934 
20 Reformo DOF 30-12-1946. 30 Reformo DOF 09-06-1980 40_ Reformo DOF 28-01·1992 
50. Reforma DOF 05-03-1993. Fe de erratas DOF 09-03· 1993. 60. Reformo DOF 12-11-
2002); ARTICULO 40_ (1 a. Reformo DOF 31 -12- 1974 20. Reforma DOF 18-03- 1980 30. 
Reformo OOF 03-02-1983. 40_ Reformo DOF 07-02-1983. 50_ Reformo DOF 28-01-1992. 
60. Reformo DOF 28-06-1999. 70. Reforma DOF 07-04-2000_ Fe de erratas DOF 12-04-2000 
80. Reforma DOF 14·08-2001 L ARTíCULO So. ( lo Reformo DOF 1 7 - 11 -1942. 20_ Reformo 
OOF 31-12-1974_ 30. Reformo DOF 06-04-1990_ 4a. Reformo DOF 28-01.1992), ARTíCULO 
60 (1 a. Reformo DOF 06- 12-1977_ 20. Reformo DOF 20-07 -2007 30. Reformo DOF 13- 11 -
2007); ARTíCULO 70 (Sin reformo); ARTíCULO 80.(Sln relarnlo); ARTíCULO 90. (Sm reforma); 
ARTíCULO 10 (1 a., Reforma DOF 22-10-1971)_ ARTíCULO 11 (Sin reforma); ARTíCULO 12 
(Sin ,reformo); ARTICULO 13 (Sin reformo). ARTíCULO 14 (10_ Reformo DOF 09-12-2005); 
ARTICULO 15 (Sin reforma); ARTíCULO 16 (lo. Reformo DOF 03-02-1983 20. Reforma 
DOF 03-09-1993_ Fe de errotas DOF 06-09- 1993. 30_ Reformo DOF 03-07 -1996. 40 Reformo 
OOF 08-03-1999_ 50. Reformo OOF 18-06-2008_ ARTICULO 17 (10_ Reformo OOF 17-
03-1981.20_ Reformo OOF 18-06-2008. ARTíCULO 18 (la. Re/arma OOF 23·02-1965 
20. Reformo OOF 04-02-1977. 30 Reformo DOF 14-08-2001.40. Reformo DOF 12-12-
2005. So. Reforma DOF 18-06-2008). ARTíCULO 19 (10_ Reformo DOF 03-09-1993. Fe de 
erratas DOF 06·09·1993_ 20. Reformo OOF 08-03-1999. 30. Reforma DOF 18-06-2008) 
ARTíCULO 20 Fe de erratas DOF 06-02-191 7_ (lo. Reforma DOF 02-12-1948.20. Reforma 
DOF 14-01-1985. 30 Reforma DOF 03-09-1993_ Fe de erratas DOF 06-09-1993. 40 
Reforma DOF 03·07-1996. 50. Reformo DOF 21-09-2000. 60. Reforma DOF 18-06-2008) 
ARTíCULO 21 (1 a. Reformo DOF 03-02- 1 983_ 20. Reformo DOF 31 -12- 1994 30. Reformo 
OOF 03-07-1996.40. Reformo OOF 20·06-2005 50. Reformo DOF 18-06-2008_ ARTíCULO 
22 (10_ Reformo OOF 28-12-1982_ 20. Reformo DOF 03-07 -1996_ 30. Reforma DOF 08· 
03·1999.40. Reformo DOF 09·12-2005 50. Reformo DOF 18-06-2008). ARTíCULO 23 
(Sin reformo). ARTíCULO 24 (lo. Reforma DOF 28-01-1992. ARTíCULO 25 (10. Reformo 
DOF 03-02-1983. 20. Reformo DOF 28-06-1999. ARTICULO 26 (la. Reforma DOF 03-
02-1983. 20. Reformo DOF 07-04-2006)_ ARTíCULO 27 (1 0 _ Reformo DOF 10·01- 1934· 
20 Reformo DOF 06- 12- 1937. 30. Reforma DOF 09- 11- 1940. 40. Reforma DOF 21-04 ·1945 
50_ Reformo DOF 12-02-1947. 60_ Reformo DOF 02-12-1948.70. Reforma OOF 20-01-
1960.80. Reforma DOF 29-12-1960. Fe de erratas DOF 07-01-1961. 90 Reformo DOF 
08- 1 0- 1974 100. Reforma DOF 06-02-1975 11 a. Reforma DOF 06-02- 1976. 120_ Reforma 
DOF 06-02-1976_ 130. Reforma DOF 03-02-1983.140. Reformo DOF 10-08-1987 150. 
Reforma DOF 06-01-1992. 160. Reforma DOF 28-01-1992); ARTíCULO 28 (la. Reforma DOF 
17-11-1982.20. Reforma DOF 03-02·1983. 30. Reforma DOF 27-06-1990. 40. Reforma 
DOF 20-08-1993. Fe de erratas DOF 23-08-1993. 50. Reforma DOF 02-03-1995); ARTíCULO 
29110. Reforma DOF 21-04-1981. 20_ Reforma DOF 02-08-2007). 



82 PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO PARA IMPUGNAR UNA REfORMA. 

para excluir de manera absoluta a los particulares de su parti­

cipación en ciertas óreas económicos, llamadas ahora estraté­

gicas; para definir nuevas atribuciones del Estado como la 

rectoría económica y el sistema de planeación democrático; 

o para alterar, ampliando o reduciendo, las competencias origi­

nalmente señaladas por el Constituyente Permanente a los 

poderes públicos y o los distintos órdenes de gobierno, o para 

afectar el sistema de gobierno tradicional basado en la teoría 

clásico de la división de poderes con la incorporación de los 

llamados organismos constitucionales autónomos que han sido 

validados en su constitucionalidad por parte de este Alto Tribu­

nal,69 o para variar los sistemas electorales para integrar el 

6° Como se advierte de los siguientes criteriOS Tesis: P. VIII/2008. "INSTITUTO DE TRANS­
PARENCIA E INFORMACiÓN PÚBLICA DE JALISCO, SU CREACiÓN COMO ÓRGANO PÚBLICO 
AUTÓNOMO ENCARGADO DE GARANTIZAR EL DERECHO A LA INFORMACiÓN EN LA 
ENTIDAD, ES CONSTITUCIONAL. La característica principal que distingue o los órganos cons­
titucionales autónomos es que atienden neceSidades o funciones torales del Estado que no han 
sido tomadas en cuenta, o bien, .QJ.Ie no se ha considerado conveniente que los realicen los 

poderes tradicionales. En este sentido, si el órgano reformador de la Constitución del Estado de 
Jalisco decidió crear un órgano pública autónomo denominado Instituto de TransparenCia e 
InformaCión Pública (independiente de los tres poderes constituidos) como garante del derecho 
o la información en lo entidad, porque a su jUicio, de esa forma se cumple cabal, eficazmente y 
con mayor transparencia con ese derecho, no se Viola disposición alguno de la Constitución 
Político de los Estados Unidos Mexicanos, tomando en cuento, por una porte, que lo garantía 
constitucional del derecho o la informaCión contenido en el artículo 60. de lo Ley Suprema deja 
implícitamente a codo uno de las entidades federativos su regulación y por ende, el estable­
cimiento de las estructuras necesarios para el adecuado desarrollo de lo garantía en comento 
en el ámbito de su es/era territorial y, por lo otra, que conforme o los oriículos 39, 40 Y 41 de lo 
Constitución Político de los Estados Unidos MeXicanos, 10$ Estados son libres y soberanos en todo 
lo concerniente o su régimen interno' 

"INSTITUTO COAHUILENSE DE ACCESO A LA INFORMACiÓN PÚBLICA. SU CREACiÓN 
COMO ÓRGANO PÚBLICO AUTÓNOMO ENCARGADO DE GARANTIZAR EL DERECHO A 
LA INFORMACiÓN EN LA ENTIDAD, ES CONSTITUCIONAL. Si se tiene en cuenta que acorde 
con el artículo 70. de lo Constitución Política del Estado de Coohuilo, el órgano reformador 
de la Constitución Local erige 01 Instituto Coahudense de Acceso o lo InformaCión Públ.co como 
un organismo públiCO autónoma con personalidad jurídica y patrimoniO propio, es Indudable 
que su creación, como órgorto garante del derecho a lo información en lo entidad, no violo 
disposición alguno de la Constitución PolítiCO de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es así, yo 
que, por uno porte, el artículo 60. de la ley Suprema otorgo Implícitamente a codo uno de 
los entidades federativos lo facultad de regular el derecho o lo Información y, por ende, esta­
blecer 105 estructuras necesarias poro el adecuado desarrollo de la garantía de ese derecho en 
el ámbito de su esfera territorial y, por lo otra, porque conforme o los artículos 39, 40 Y 41 
de la Norma Fundamental, los Estodos son libres y soberanos en todo lo concerniente o su 
régimen Interno; de ahí que es vólido que ~tcl9rmador de lo Constitución de Coahuda, 
en uso de sus lacultades, hayo creado un órgano garante del derecho de información" 
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Poder Legislativo o Ejecutivo, así como poro alterar, disminuir 

o, inclusive suprimir algunas de sus facultades originales, entre 

otros ámbitos constitucionales fundamentales. 

Cabe hacer notar que se podría argumentar que hoy el 

sistema de defensa constitucional se ha modificado y perfec­

cionado. Sin embargo, como lo he sostenido antes, en lo 

personal considero que ninguno de los medios de control consti­

tucional que se han instaurado en nuestro sistema jurídico, 

antes o recientemente, fueron diseñados para el control de las 

reformas o adiciones constitucionales, sea por irregularidades 

en el procedimiento o por su contenido material; en ninguno 

de los procesos legislativos de creación o ampliación, sea a 

nivel constitucional o legal, existe registro de que se hubiesen 

pensado con ese propósito. Luego, cabe preguntarse en un tema 

de tal importancia y trascendencia: ¿es una omisión por des­

cuido no haberlo hecho, o lo entendieron los Constituyentes o 

legisladores como una cuestión dada o implícita? La respuesta 

debe ser obviamente diferente. Por muy plausible que resulte 

considerar que debe existir control constitucional -posición 

que comparto-, hasta ahora no ha habido norma constitu­

cional o legal, ni siquiera un deseo explícito de los legisladores 

en sus deliberaciones sobre estos temas, de que la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, menos los Jueces de Distrito 

o Tribunales de Circuito, puedan intervenir, sea respecto de 

procedimiento o de la materia, en el control constitucional 

de una reforma al texto fundamental. 

Por tanto, el tema que trasciende para el caso concreto es 

determinar qué sucede ante la inobservancia de los límites for­

males expresamente contenidos en el propio texto de la Norma 

Fundamental; esto es, si dicha inobservancia actualiza la posi­

bilidad de impugnación a través del juicio de amparo. 
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En relación con la anterior, la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación ha sostenido en los últimos años distintas considera­

ciones y reflexiones. El Pleno de este Alto Tribunal, al resolver 

en sesión del nueve de septiembre de mil novecientos noventa 

y nueve el amparo en revisión 1334/98, determinó que resul­

taba procedente el juicio de amparo en contra del proce­

dimiento de reformas a la Constitución;'o sin embargo, dicho 

criterio no se sostuvo por el Tribunal Pleno en sesión de seis 

de septiembre de dos mil dos, al resolver la controversia cons­

titucional 82/2001, que dio origen a la siguiente jurispruden­

cia: "PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA 

CONSTITUCiÓN FEDERAL. NO ES SUSCEPTIBLE DE CON­

TROL JURISDICCIONAL.71 

70 Tal como se desprende de lo tesis P. LX11/99, visible en la página 11, Tomo X, septiembre de 
1999, correspondiente a la Novena Época del Semonario Judicial de lo FederaciÓn y su Gaceta, 
que señala: "REFORMA CONSTITUCIONAL, AMPARO CONTRA SU PROCESO DE CREACiÓN. 
EL INTERÉS JURíDICO DERIVA DE LA AFECTACiÓN QUE PRODUCE, EN LA ESFERA DE 
DERECHOS DEL QUEJOSO, El CONTENIDO DE LOS PRECEPTOS MODIFICADOS. El Pleno 
de la Supremo Corte de Justicia ha determinado que cuando se impugna el proceso de reforma 
constitucional no es lo Corto Magno, sino los actos que integran el procedimiento legislativo que 
culmino con su reformo, lo que se pone en tela de juicio, por lo que pueden ser considerados como 
autoridades responsables quienes intervienen en dicho proceso, por emanar éste de un órgano 
constituido, debiendo ajustar su aduar a los formas o esencias consagrados en los ordenamien­
tos correspondientes, conduelo que puede ser controvertido mediante el juicio de amparo, por 
violación 01 principio de legalidad. Asimismo, estableció que lo circunstancia de que aun cuando 
el proceso de reformo hubiese sido elevado a la categoría de norma supremo, tal situación 
no podría desconocer lo eficacia protectoro del juicio de amparo como medio de control cons­
titucional, puesto que de ser así no habría forma de remediar el posible incumplimiento de los 
formalidades consagradas en el artículo 135 de la Carta Magno ni, por ende, podría restable­
cerse a los agraviados en los derechos que estiman violados, con lo que se autorizaría lo trans­
gresión a derechos fundamentales sin oportunidad defensivo. En consecuencia, si bien es cierto 
que el contenido del dispositivo constitucional resulto inimpugnoble o través de lo demando 
de garantías, siendo sólo atacable el proceso de reforma correspondiente, y el interés jurídico 
se identifico como la tutela que se regulo bajo determinados preceptos legales, lo cual autoriza 
al quejoso el ejercicio de los medios para lograr su defensa, así como lo reparación del perjuicio 
que le irroga su desconocimiento o violación, debe concluirse que el interés jurídico para pro­
mover el juicio contra el proceso de reforma relativo debe derivar directamente de los efeelas 
que produce la vigencia del nuevo precepto constitucional, pues son éstos los que producen 
un menoscabo en la esfera jurídico del gobernado." 

71 "PROCEDIMIENTO DE REFORMAS Y ADICIONES A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. NO ES 
SUSCEPTIBLE DE CONTROL JURISDICCIONAL. De acuerdo con el artículo 135 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, el procedimiento de reformas y adiciones o la 
Constitución no es susceptible de control jurisdiccional, ya que lo encuentra en si mismo; esto 
es, lo función que realizan el Congreso de lo Unión, al acordar las modificaciones, los Legisla­
turas Estatales 01 aprobarlas, y aquél o lo Comisión Permanente 01 realizar el cómputo de votos ¡ ¡ 

11 
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Este voto es coincidente, en lo sustancial, con las conside­

raciones que sirvieron de sustento para emitir resolución en 

la controversia constitucional antes señalada. 72 

Como se advierte al leer esa resolución, el Pleno de este 

Alto Tribunal, para sostener la inimpugnabilidad del proce­

dimiento de reforma al texto fundamental a través de una 

controversia constitucional, partió de la idea de que la norma 

producto de dicho procedimiento fue emitida por un poder 

reformador cuyos actos no se encuentran suietos a ninguno 

de las Legislaturas Locales y, en su caw, lo declaración de haber sido aprobadas las reformas 
constitucionales, no lo hocen en su carócter aislado de órganos ordinariOs constituidos, Sino en 
el extraordinario de Órgano Reformador de lo Constilución, realizando una función de corócter 
exclusivamente constitucional, no equiparable a la de ninguno de los órdenes lurídicos por~lales, 
constituyendo de esta manera una función soberana, no sujeta o ningún lipa de control e,terno, 

porque en la conformación complejo del órgano y en lo atribución constitucional de su función, 

se encuentro Su propio garantía." JurisprudenCia P./J. 39/2002, visible en la página 1136, Tomo 
XVI, septiembre de 2002, correspondiente a lo Noveno Época del Semanario Judicial de lo 
FederaCión y su Gaceta 

Esos conSideraCiones fueron, en la parte relativo, 10$ Siguientes 
Baio los anteriores premisas, osto Allo Tribunol estirna que SI bien lo porte actora Imougno 

erl lo presente controversia lo Involidez del proceso reformatorio, no puede soslaycrse el 

hecho de que los vicios que se le atribuyen OCUrrieron durante la sustanciación de dicho proceso, 

que jurídicamente no pueden desvincularse de su objeto que es la aprobación y declaratorio 

de reformas de algunos preceptos de lo Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
y todo vez que esos reformas constitucionales emanan de uno autoridad no inclUido expresa­
mente en ninguno parle del artículo 105 constitucional, fuerzo es conclUir que lo presente con· 
troversia, apoyado en dicho precepto, resulto improcedente, toda vez que a esla Suprelna 
Corte de JustiCia la Carta Fundamental de lo RepúbllCa no le confiere facultad expreso 

1 1 
En consecuencia, tratóndose del procedimiento de reformas y adiciones a lo ConstituOJrl, no 

puede separarse éste de lo emisión de las propios normas constitUCionales que deriven de él. 

11 
En la especie, el procedimiento de reformas y adiciones regulado en el artículo 135 constitu­

cional na es susceptible de control flor lo vía lurisdlcclonal, yo que lo encuentro en sí mismo, 
porque los órganos que en él actúan no lo hocen en su carócter aislado de órganos ordinarios 
constitUidos, sino en su funCión extraordinaria de Órgano Reformador de lo Constduuón 

Federol, reolizondo uno funCión de carócter exclUSivamente constitucional, no equiparable a 

lo de ninguno de los órdenes parciales 

En efecto, lo función que realizan el Congreso de la Unión, 01 acordar los modificaCiones, o 
éste o lo Comisión Permanente 01 reallzor el cómputo de los votos de las legislaturos locales 

y lo declaraCión de aprobación de las reformas constitUCiOnales, no es ordinario, yo que se 
atribuye 01 Congreso en su corócter de representonte del pueblo y o los entidades tederotivos, 
constituyendo de esto manera una función soberana no sujeta o ningún tipO de control externo, 
porque en la conformación del órgano y en lo atribUCión constitUCional de su función se encuentro 
su propia garantía 
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de los mecanismos de control jurisdiccional previstos en el 

artículo 105 constitucional. 73 

Ahora bien, en relación con lo expuesto en líneas prece­

dentes, en principio puede decirse que cuando se somete a 

votoción ante el Congreso de la Unión la odición o reforma 

de un precepto constitucional, el resultodo que emerge de 

dicha votación por lo mayoría colificada de las dos terceras 

partes de los miembros presentes en ambas Cámaras, efecti­

vamente constituye una norma legislativa constitucional, pera 

la cual requiere para su validez, adicionalmente, el vota apro­

batorio de la mayoría de las Legislaturas de los Estados, para 

que con base en ello, el Congreso de la Unión o la Comisión 

Permanente realicen el cómputo de los votos y emitan la decla­

ratoria respectiva. La declaratoria es el acto formal de sanción 

de la adición o reforma, mismo que osí se vuelve inatocable 

en nuestro sistema constitucional vigente. 

Ahora bien, puede ocontecer que los odiciones o reformas 

hubieren sido aprobodas sin lo mayorío calificoda de los miem­

bros presentes del Congreso de la Unión, o bien sin la mayoría 

73 Jorge A. Vonossi sostiene que en esos casos opero uno "norma de habilitación" en los 
siguientes términos: " ... El argumento de la norma de habilitación sirve tonto poro cubrir lo 
hipótesis de violaciones procesales como el caso de violaciones sustanciales en el comino de 
lo reformo constitucional. El órgano convalidante, en el caso argentino de la jurisprudencia 
vigente, es la Corte Supremo de Justicia de la Nación, que lo hace con la declaración de no 
justiciabilidad de los cuestiones que pudieron suscilorse con motivo de una reforma; violaciones 
de formo o violaciones de prohibición de contenido. Ésta es, exactamente, lo función que tiene 
en teoría lo norma de habilitación. La citada norma permitiría distinguir dos supuestos de 
validez en materia de reforma de la Constitución, a saber: al Que lo reformo seo hecho regu­
larmente, es decir, conforme a las prescripciones de forma y de fondo que contiene lo Consti­
tución vigente, sin violo ció n alguna, en cuyo caso es fócil (o automótico) extraer uno conclusión 
de validez del acto o; b) Que la reforma sea hecha irregularmente, ya sea por violaciones de 
contenido o de procedimiento a lo que determina la Constitución vigente, pero que por lo vía 
del órgano y de los mecanismos de impugnación esos impugnaciones queden rechazadas y, 
por lo tonto, los normas osi creados obtengan firmeza y convalidación .. ". y. Teoría Constitu­
cional, 20. ED. V. 1, p. 231. 
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simple de las Legislaturas de las Estadas, supuesto en el cual, si 

bien no puede negarse que se está ante la presencia de una 

norma general, que en principio no debería formar parte de 

la Constitución, por lo que sería deseable reconocer la posibi­

lidad de control externo de esas anomalías; sin embargo, ello 

solamente podría realizarse mediante instancias y proce­

dimientos expresamente previstos en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe acotar que aun cuando las anteriores considera­

ciones como ya lo señalé, fueron formuladas con motivo de un 

recurso de reclamación en una acción de inconstitucionalidad, 

lo cierto es que desde mi perspectiva, resultan plenamente 

aplicables al caso concreto, en virtud de que en nuestro sis­

tema jurídico considerado en su integridad, incluyendo al juicio 

de amparo, no existe posibilidad de control jurisdiccional 

alguno para impugnar el proceso de reformas a la Consti­

tución/ menos sus contenidos sustanciales. 

Tratándose del juicio de amparo, motivo de análisis en el 

caso concreto, la simple impugnación constituye un hecho de 

notoria y manifiesta improcedencia, en virtud de lo siguiente: 

1. A través de la historia y evolución que ha tenido el juicio 

de amparo se pone de manifiesto que en el Derecho Positivo 

Mexicano, dicho procedimiento fue estructurado para prote­

ger a los individuos en el goce de sus derechos fundamentales 

en contra de actos de autoridad y leyes ordinarias federales y 

locales, no de los actos del Constituyente. 

El artículo 103 de la Norma Fundamental establece la com­

petencia de los tribunales de la Federación para resolver toda 
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controversia que se suscite, en forma limitativa, a las siguientes 

supuestos: 

l. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías 

individuales; 

11. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren 

o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de com­

petencia del Distrito Federal, y 

111. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o 

del Distrito Federal que invadan la esfera de competen­

cia de la autoridad federal." 

A su vez, el artículo 107 prevé los principios que rigen el 

proceso, al señalar que el juicio de amparo se seguirá siempre 

a instancia de parte agraviada; sin embargo, ninguno de los 

dos preceptos señala qué debe entenderse por autoridad para 

los efectos indicados. Por ello, es preciso retomar el criterio 

interpretativo que sobre el particular ha sustentado esto 

Suprema Corte de Justicia en su carácter de máximo órgano 

jurisdiccional. 

Este Tribunal sostuvo inicialmente el criterio en el sentido 

de que el concepto de autoridad sólo comprendía a quienes 

disponen de la fuerza pública, en virtud de circunstancias, ya 

legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad 

material de obrar como individuos que ejercen actos públicos, 

por el hecho de ser pública la fuerza de que disponen. La tesis 

relativo aparece publicado con el número 300, en la página 
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519 del Apéndice al Semanario Judicial de la federación, 

Segunda Parte, correspondiente a los años 1 917 ~ 1988. 74 

La definición que de autoridad responsable vino sosteniendo 

este Tribunal Constitucional, fue cuestionada por diversos tra~ 

tadistas, quienes señalaron la necesidad de ajustarlo a las 

nuevas realidades del actuar del Estado mexicano. 75 

"AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO El término 'outoridade:;' poro 
los efectos del amparo, comprende a todas aquellos personas que disponen de lo fuerza 
públiCO en virtud de circunstancias, ya legales, yo de hecho, y que, por lo mismo, estén en 
posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de 
ser público lo fuerzo de que disponen' 

"De esto forma el tratadista Ignacio Burgoo (El JUICIO de Amparo, vigésima qUinta edición, 
MéXICO, Editorial Porrúa, 1988, página 191) sostuvo· 

'De conformidad con lo anterior, y refiriendo ef concepto de autoridad o nuestro juicio de 
amparo (no tocando por ahora la calificaCión de 'responsable', por ser ello temo de otro GJpítulo 
posterior), debe deCirse que el sentido en que está empleado en lo fraCCión del artículo 103 
constitucional y primero del artículo 10 de la Ley de Amparo, es ef siguiente: por 'autoridades' 
se enhende a aquellos órganos estatales de lacto o de jure, con facultades de decisión o ele­
cución, cuyo ejerCicio engendro lo creaclon, modificaCión o extinCión de situaciones gellerales 
o particulares, de hecho o jurídicos, o bien produce uno alteración o afectación de ellas, de 
manera imperativa, unilateral y coercitivo 

. "De acuerdo con las doctr/nm del derecho públiCO, por autoridod debemos entender 
aquellos órganos que están, en atención a lo dispuesto POI- la ley, Investido~ de faculte des de 
deCISión y de eiecuClón_ Con el fin de hacer mós ciara la exposiCión de esta doctrIna, quiero 
consignar la opinión al respecto del maestro Gablno Fraga, quien dice· 'La diVIsión de compe­
tencia entre los órganos de la admlnistrauón do lugar a lo closlficaclón de eJJos en razén de la 
naturaleza de las facultades que les son (Jtribuldas Desde este punto de vista, los órgc'nos de 
la administraCión pueden separarse en dos cotegon'as, unos que tienen corácter de autO"ldades 
y otras que tienen el carácter de auxtilQres, Cuondo la competencia otorgada a un órgano 
implica la faculfad de realizar actos de naturaleza ivrídlca que ofecten lo esfera de los particulares 
y la de imponer a éstos sus detemllnaciones, es decir, cuando el referido órgano está Investido 
de facultades de deciSión y de eiecuc¡ón, se está flente a Ull órgano de autoridad .. 

'En consecuencia, se debe aceptar, que o diferencio de los órganos que tienen el verdadero 
carácter de autoridades, existen otros, que se pueden llamar auxiliares, que carecen de les facul­
tades de deCISión y 01 mismo tiempo, de ejecución, toda vez que su actividad se reduce o 
coadyuvar con las autoridades en la eiecución de las decisiones por éstas dictados. 

"Podemos pues, afirmar que tienen el carócter de outondades, aquellas entidades que están 
investidos de las facultades de deCisión o de ejecución y que, en consecuencia, están dotados 
de lo competencia necesaria poro realizar actos de naturaleza lurídica que afectarl lo esfera de 
los porticulares y lo de imponer o éstos sus determinaciones. 

'En consecuencia, podemos intentar definir E!I concepto de autoridad para los efe,:tos del 
juicio de amparo, conjugando los dos elementos cuyo análisis he llevado al cabo, en los 
siguientes términos 

'Por autoridad, poro los efectos del amparo, debe entenderse todo entidad que en Virtud 
de circunstancias, ya legales, ya de hecho, estón en posibilidad de real,wr actos que afecten 
a los particulares en su persona o patrimonio y de Imponer dichos actos en formo Imperativa' 

El tratadista Héctor F,x Zamudio (en su obro Protección Jurídico de los Derechos HL'manos 
EstudiOS ComparatIVOS, México, Comisión NOCional de Derechos Humanos, 1991, p. 74) 
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La pastura inicial de la Corte fue abandonada al resolver 
el amparo en revisión 1195/92, el catorce de noviembre de mil 
novecientos noventa y seis por unanimidad de diez votos. 

Las consideraciones vertidos en ese amparo dieron origen 
a lo tesis del Tribunal Pleno P. XXV1l/97, publicada en la Novena 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Tomo V, febrero de 1997, página 118 que dice: "AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUE­
LLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS QUE 
CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATE­
RALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN 
SITUACIONES JURíDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL 
DEL GOBERNADO".'6 

tras de exponer la urgente necesidad de revisor los conceptos e instrumentos tradicionales de 
defensa de los derechos humanos en México, recuerda que en el Primer Congreso Latinoame­
ricano de Derecho Constitucional que se celebró en la Ciudad de México los días veinticinco 
o treinta de ogosto de mil novecientos cuarenta y cinco se aprobó la recomendación de revisor 
el concepto de autoridad responsable y, concretamente, hacer procedente el juicio contra 
actos de entidades paraestolales. 

76 AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, LO SON AQUELLOS fUNCIO­
NARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS 
UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES JURíDICAS 
QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este Tribunal Pleno considera que debe 
interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece publicado en la pógina 519 del Apéndice 
al Semanario Judicial de lo Federación ¡ 917- J 988, Segunda Porte, que es del tenor siguiente: 
'AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término «autoridades)) poro los 
efectos del amparo, comprende a todos aquellas personas que disponen de la fuerzo pública 
er1 virtud de circunstancias, yo legales, yo de hecho, y que, par lo misma, estén en posibilidad 
material de obrar como individuos que ejerzan actos públiCOS, por el hecho de ser pública lo 
fuerza de que disponen.', cuyo primer precedente dota de 1919, dado que la realidad en que 
se aplica ha sufrido cambios, lo que obliga a esta Supremo Corte de Justicia, móxima intérprete 
de lo Constitución Político de los Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios ajustón­
dolos al momento actual. En efecto, los atribuciones del Estado mexicano se han incrementado 
con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho posamos a un Estado social de derecho con 
uno creciente intervención de los entes públicos en diversas actividades, la que ha motivado 
cambios constitucionales que don paso a lo llamada rectoría del Estado en materia económica, 
que a su vez modificó lo estructura estadual (sic), y gestó la llamado administración poro estatal 
formada por los organismos descentralizados y los empresas de participación estatal, que 
indudablemente escapan 01 concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya citado. 
Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad conduce a la indefensión de los 
gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la disposición 
directa que llegaren a tener o no de lo fuerza pública, con fundamento en uno norma legal 
pueden emitir actas unilaterales o través de los cuales crean, modifican o extinguen por sí a ante 
sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de los gobernados, sin la necesidad de acudir 
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Mós alió de las interpretaciones de este Tribunal, en Pleno 

yen sus Salas, no existe en los anales de la historia legislativa 

constitucional moderna mexicana ninguna referencia, directa 

o indirecta, a que el juicio de amparo se haya instituido a favar 

de los particulares para poder combatir irregularidades de 

procedimiento de reforma constitucional, mucho menos, para 

combatir sus contenidos materiales. 

2. El principio de agravio personal y directo se encuentra 

regulado en el artículo 107, fracción 1, de la Ley Fundamental, 

así como en el artículo 40. de la Ley de Amparo, que estable­

cen que el juicio de amparo sólo debe intentarse por la parte 

o quien perjudique la ley o el acto reclamado; el artículo 73, 

que en su fracción V, establece que el juicio de garantías es 

improcedente contra actos que no afecten el interés jurídico 

del quejoso. Asimismo, el artículo 114, fracción I del mismo 

ordenamiento establece que el juicio de amparo es prace­

dente contra leyes federales que por su sola entrada en vigor 

o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios 

al quejoso. 

Es altamente debatible que se pueda sostener la proce­

dencia del juicio de amparo contra una reforma constitucional, 

argumentando que se causa un perjuicio personal y directo 

a los órganos judiCiales ni del consenso de lo voluntad del afectado Esto es, ejercen facultades 
decisorios que les estón atribuidos en la ley y que por ende constituyen una potestad adminis­
trativo, cuyo ejercicIo es irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderas actos de 
autoridad al ser de naturaleza público la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno 
considera que el criterio supracitado na puede ser aplicado actualmente en formo indiscrimi­
nada sino que debe atenderse a las particularidades de lo especie o del acto mismo; por ello, 
el juzgador de ampara, o ¡ir"] de establecer si o quien se atribuye el acto es autoridod paro 
efectos del juicio de amparo, debe atender o lo norma legal y examinar si lo faculta o no 
poro tomar deCISiones o resoluciones que afecten unilateralmente la esfera lurídica del intere­
sado, y que deben exigirse mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras 
autoridades." 
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a un particular cuando, como hemos sostenido, estamos en 

presencia de un acto producto del órgano depositario de la 

facultad Constituyente, en tanto puede reformar o adicionar 

el Texto Fundamental. Para ello, tendría que haber norma 

expresa en la propia Constitución que estableciera tal proce­

dencia y el procedimiento adecuado para ello. 

3. Otra cuestión que es altamente delicada en tratándose 

de la impugnación del proceso de reformas a la Constitución 

por medio del iuicio de amparo, es la concerniente a la suspen­

sión del acto reclamado, porque se trata de una facultad de 

libre apreciación. ¿Realmente se puede sostener que es conve­

niente deiar una decisión tan delicada en decenas de órganos 

iurisdiccionales, los cuales pueden tener puntos de vista 

diferentes? 

Si se acepta como la hace la mayoría en la resolución la 

procedencia del iuicio de amparo, luego, quedará a la deci­

sión de cada uno de los Jueces de Distrito que conozcan de 

una impugnación -sopesando la apariencia del buen dere­

cho y el peligro en la demora-, concederla en forma provisio­

nal o definitiva, pues si bien debe concederse dentro del marco 

de ciertas reglas, lo cierto es que puede provocarse un casuis­

mo muy peligroso porque a través de la impugnación de un 

proceso de reformas a la Constitución se confrontan por una 

parte, la idea de derechos fundamentales o garantías indivi­

duales y por otra, nociones de bien común, interés social u 

orden público. ¿Realmente se puede sostener que el iuicio 

de amparo y la figura de la suspensión están diseñados para 

el control de regularidad del proceso de reformas constitucio­

nales? ¿Puede la Constitución ser válida para todos los mexi­

canos y para unos cuantos no? 
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4. De igual manera, existe un problema grave ante la 

posibilidad de inobservar el principio de relatividad de la sen­

tencia de amparo. Ello, tomando en cuenta que la sentencia 

que en su caso se llegare a pronunciar, debe concretarse a 

"anular" el acto reclamado, de tal manera que ésta sólo valdrá 

para el caso concreto para el que se haya conferido el amparo 

y protección de la Justicia Federal. Es decir, esa resolución no 

tendrá efectos generales y no podrá aplicarse sin más a otro 

similares de la misma autoridad, sin que medie en cada caso la 

petición o demanda del individuo agraviado. 

De nueva cuenta enfrentamos preguntas sin respuesta jurí­

dica: ¿Cómo podrían concretarse los efectos de la concesión 

del amparo a uno o varios individuos tratóndose de un proce­

so de reformas a la Constitución? Únicamente confiriéndole 

efectos que trasciendan más allá del quejoso, pues de otra 

manera no podría explicarse que existieran disposiciones cons~ 

titucionales aplicables a ciertos gobernados y a otros no, con 

lo cual se rompería la estructura que rige el juicio de amparo 

y la certeza y unidad de las disposiciones constitucionales, lo 

que llegaría a afectar el sistema jurídico en su conjunto en 

relación a los temas materia del amparo concedido. 

S. Asimismo, surge otra grave inconveniencia jurídica ante 

la imposibilidad de concretar los efectos del amparo en un 

caso como el que se analiza. 

En el caso concreto, en el que la parte quejosa impugnó 

contenidos materiales del proceso de reformas como es la liber· 

tad de expresión, del derecho de petición en materia política 

y de libertad de asociarse pacíficamente para formar parte 
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en los asuntos políticos del país, consagradas en los artículos 

60.,80. y 90. de la Constitución Federal, concretamente por 

cuanto a la adición del artículo 41 constitucional, que desde su 

perspectiva impide a los ciudadanos ejercer la libertad de 

expresión en materia política y electoral, pues establece que 

ninguna persona tiene el derecho de contratar prapaganda 

en radio y televisión para influir en las preferencias electorales 

de los ciudadanos, a favor o en contra de partidos políticos 

o de candidatos a cargos de elección popular, aun cuando 

las propuestas electorales de dichos sujetos atenten grave­

mente en contra de los intereses y derechos legítimos de otras 

personas; por lo que, expresa la quejosa, dicha adición priva 

a la ciudadanía del derecho de juzgar, en términos favora­

bles o desfavorables, la conducta pública de los partidos 

políticos o candidatos a elección popular. 

En relación con lo anterior la parte quejosa señala que los 

actos reclamados, a pesar de formar parte del aspecto orgóni­

ca de la Constitución Federal, son claramente violatorios del 

artículo 80. constitucional, debido a que al censurar la libertad 

de expresión en materia político electoral se anula el ejer­

cicio del derecho de petición, al impedir que las peticiones en 

materia política se hagan del dominio público a través de la 

radio y televisión. 

Finalmente, argumenta que del artículo 90. de la Constitu­

ción Federal se desprende que todos los ciudadanos tienen el 

derecho de asociarse libremente para participar en los asuntos 

políticos del país, sin que esa libertad se condicione el hecho 

de pertenecer a un partido político (de nueva cuenta estamos 

en presencia de un argumento muy discutible). 
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Tomando en cuenta esto, y más allá de que lo anterior­

mente reseñado, se pone de manifiesto lo dudoso de que en 

el caso se pueda sostener que existe un agravio personal y 

directo, los efectos del amparo consistirian en restituir las cosas 

al estado que guardaban antes de la violación de garan­

tías que se aduce, lo que en el caso sería permitirle el ejercicio 

de derechos político electorales que no tuvieran sustento en 

el texto constitucional vigente, y que estarían vedados para la 

inmensa mayoría de los mexicanos; creando con ello un ám­

bito de desigualdad entre iguales. 

6. Durante los debates del asunto que genera el presente 

voto particular, se puso en evidencia otra interragante, no resuelta 

fundadamente en la resolución de la mayoría. ¿El Poder Refor­

mador puede ser considerado como una autoridad emisora 

de actos potencialmente violatorios de garantías individuales, 

cuando las garantías individuales son precisamente las conte­

nidas en la Constitución? 

En la resolución se considera que sí; sin embargo, con 

motivo de lo que hasta aquí he expuesto, en mi opinión la 

respuesta a esta interrogante debió haber sido negativa, en 

tanto que por una parte, no cabe usar el término lIautoridad" 

previsto en nuestro juicio de amparo para el órgano complejo 

encargado de la reforma a la Constitución. Reitero, el Poder 

Reformador de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos está limitado, en principio, únicamente por las 

normas del procedimiento de reforma establecidas en el ar­

tículo 135 constitucional. 

Adicionalmente surge la interrogante: ¿En el caso concreto 

existe algún planteamiento relativo a la posible vulneración de 
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garantías individuales relacionadas con el procedimiento 

de reforma? 

En la resolución de la mayoría se establece que en el caso 

concreto existieron alegatos referidos a la presunta violación 

de reglas procedimentales, ya que la parte recurrente señaló 

que en su demanda de amparo el hecho de que en el Decreto 

publ.icado el trece de noviembre de dos mil siete en el Diario 

Oficial de la Federación, por medio del cual se modificaron 

diversas disposiciones de la Constitución Federal, no se dio 

a conocer cuál fue la mayoría de las Legislaturas de los Estados 

que aprobaron la reforma constitucional, y cómo, cuándo y 

en qué forma se hizo el cómputo respectivo y la declaratoria de 

aprobación correspondiente, violando el párrafo segundo del 

artículo 135 constitucional. Si hubiese violación en el proce­

dimiento ¿no serían los agraviados, según el caso, los legisla­

dores federales o las Legislaturas Locales respectivas y sus 

integrantes? 

La respuesta a la interrogante de mérito que se da en la 

resolución mayoritaria resulta cuestionable, quizás dogmática, 

pues no contiene argumento demostrativo alguno en el sen­

tido de que efectivamente se haya hecho planteamiento de 

violación a garantías individuales, lo que además se corrobora 

con el contenido de la demanda de garantías y con la síntesis 

de los conceptos de violación que se formula en el propio 

proyecto. Lo anterior, porque si bien es cierto que en los con­

ceptos de violación se adujo que se transgredían las garantías 

individuales, lo cierto es que tal planteamiento no se vincula 

con la inobservancia de los límites formales que prevé el 

artículo 135 constitucional, sino con el contenido material 

de los preceptos reformados, según se advierte de la sín-
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tesis de los conceptos de violación que se formula en la propia 

resolución. 77 

El quejoso señalo que el constituyente ordlllorio inlegrodo por el Congreso de lo 
Unión y por lo mayoría de las Legislaturas de los Estados, puede reformar o adiCionar lo Cons­
titución Federal en su porte orgánico, Siempre '1 cuando con motivo de dichos rnüdlf,caciones 
no violc los prinCipios esenciales contenidos en lo porte dogmátiCO de la mismo. En otras pala­
bras, o su IUICio, cuando se rcforma o adiciona la parle orgánico de la Const'¡ución por el 
constituyente ordinariO, los respectivos reformas o odiClones adquieren el carócter ce Ley 
Supremo de lo Unión en la mcdido ~n que no contravengan I(]s garantías constituCionales pre­
VistoS en los primeros 29 artículos ollstituClonales, los dere( hos y prerrogütlvos bÓSlcas de 
los ciudadanos o gobernados contellldos en artículos como el 31 ó 35 de lo prop'o Constilu­
clón y lo soberanía nocIonal y lo lorrna de gobierno E'l resumen - dice ,lo porte dognlótlco 
de lo ConstitUCión Fcderol no pued0 s~r vvlnerodo ni otacudo medmnte reformns o ad'Clonc~ 
o lo porte orgónico de lo mismo 

o) Señalo que lo fracción I del ortículo 103 constitucloncll establece que el JUICIO de amparo 
procede no contra leyes o actos Inconstitucionales, Sino contra leyes o actos de cuolqvier 
autOridad que violen las garantías ,ndividuales. Dentro de ese contexto, estimo que cuando el 
Congreso de lo Unión, lunto con los legislaturas locales, ad,( iono o reformo lo Constl-uLlón 
Federal, odemá, de erigirse como con,tltuyent8 ordinariO que carece de facultades poro 
modificar los prinCipios eserlCloles del orden constitUCional, expide el correspondiente d~rreto 
reformatOriO con carócter de ley 

b) ASi, lo porte queloso expreso que cuando esos refornlas o adiCiones constltucionoles se 
contienen en leyes o decretos del Congreso de lo Unión dirIgidos al Presidente de lo Repllblica, 
sc estó en presencio de leyes o O(to~ de autoridad, independientemente de lo lerarauío norma­
tivo que posean, En toles condiciones, o su IUIClO, 01 con~tituir los actos reclamados uno ley 

dirigido por el Congreso de lo Unión al Presidente de lo República en formo de decreto, y todo 
vel que tales OCt05 violan garantías ",dividuo les, es procedente el luicio de amparo 

cl Agrega que 01 concebirse ellUluO de amparo como el instrumento lurídlco por excelerlCIO 
que protege los gorantias Individuales, deb" admitirse su demando de amparo, pues en la rnlsmo 
reformo constitucional, el constituyente inCUrrió en uno ob,ertu contradicCión 01 reofirmm, por 
un lodo, uno garantía individual corno lo libertad de expreSión y suprimir, por el otro ICldo, el 
ejerciCIO de esa mismo garantía en la materia polítiCO electoral 

En su scgundo concepto de ViolaCión, lo porte quejoso considero que los actos reclo­
modos Violan los garantías indiViduales de libertad de expresión, del derecho de petiCión en 
materia político y de l,bertad de oso¡-iarse pocíf,cornentc poro formar parte en los asuntos 
polítlco~ del país, consagrados en los artículos 60 ,80 y 90. de lo ConslltuClón Federal 

Como primer punto, señalo que desde lo promulgaCión de IQ Constitución de 1917, el Con­
greso Constltuycnte estableCIÓ como uno de los prinCipiOs fundamentales y rectores del orden 

constitucional la garantía de libertad de expreSión. Dicho garantía, menciono lo parte quelOsa, 
tiene uno dimensión colectiVO, pues protege tonto lo comunicación o otros personas de los 

propios puntos de visto como el derecho de conocer los opiniones, relatos y noticius que 
los delllós difunden 

Así, el queloso argumento que 10<; actos I'eclomados del c;onslltuyente ordinariO iqnoran 
deliberadamente el c;ontenido de lo garantía antes mencionado, debido o que pre"enden 
suprimir por completo la libertad de expresión en moterla polítiCO electoral 

SegGn el queloso, lo adiCión que sufre el oriículo 41 constitucional, reflejado en el penGlt,mo 
pórrafo del aportado A de tal arliculo, Impide o los ciudadanos ejercer lo libertad de expresión 

en materia políj¡co y electoral, pues establece que ninguna persona tiene el derecho de contro­
tor propagando en radiO y televiSión poro inflUir en lus preferencias electorales de los Ciuda­
danos, o favor o en contra de porlidos políticos o de (andidal0s o cargos de eleCCIón popular, 
aun cuondo las propuestas elec!oroles de dichos sUletos atenten gravemente en contra de los 
Intereses y derechos legítimos de obas personas, De Igual manero, expreso que dicha ad'Ción 
privo o lo ciudadanía del derecho de luzgor, en terrnlrlOS favorables o desfavorables, lo conducto 
públiCO de los partidos políticos () candidatos u eleCCión popular 
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Esto lleva a otra gran problema que na se abordó. En el 

caso de queiosos que impugnen una reforma constitucional 

¿se les debe otorgar el beneficio de la suplencia en sus defi­

ciencias cuando la norma constitucional haya sido declarada 

inconstitucional?, ¿Con qué extensión y en qué casos debe 

ello operar?, ¿Procede para una organización empresarial 

como en el caso concreto o solamente en materia agraria, 

laboral, penal, etc.? 

En relación con lo anterior, la porte quejoso señalo que los actos reclamados, a pesar de 
formar porte del aspecto orgánico de la Constitución Federal, son claramente violalorios del 
artículo 80. constitucional, debido a que al censurar la libertad de expresión en maleria político 
electoral se anula el ejercicio del derecho de petición, 01 impedir que las peticiones en materia 
político se hagan del dominio público a trovés de la rodio y televisión. 

FinalJ11ente, argumenta que del artículo 90. de la Constitución Federal se desprende que 
todos los ciudadanos tiene el derecha de asociarse libremente para participar en los asuntos 
políticos del país, sin que esa libertad se condicione el hecho de pertenecer o un partido político. 
Sin embargo -asegura-, los actos reclamados anulan ese derecho, pues personas como 
los sindicatos, consejos empresariales y organismos no gubernamentales no pueden contratar 
propaganda en radio y televisión, impidiendo difundir públicamente sus expresiones políticas, 

En su tercer concepto de violación, senala que la derogación del tercer párrafo del artículo 
97 de lo Constitución Federal, viola el régimen total de garantíos individuales contenidas en 
el artículo lo. constitucional y las prerrogativos ciudadanas de votar, ser votado y de afiliación 
libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país. 

El quejoso explica que el párrafo tercero del artículo 97 de la Constitución Federal otorgaba 
o la Suprema Corte de Justicia de la Nación la facultad de practicar de oficio la averiguación 
de algún acontecimiento que constituyera una violoción del voto público, Así, insiste en que 
lo derogación de tal facultad mediante los actos reclamados violo las frocciones 1, II y 111 del 
articulo 35 de lo Constitución Federal, así como los garantías previstas en los numerales lo. 
y 90. del mismo ordenamiento, pues se impide que el Máximo Tribunal del país estudie si se 
respetaron las prerrogativas ciudadanas antes aludidos y el derecho de petición en materia 
electoral. Agrega que el hecho de que eso facultad se hoya otorgado 01 Tribunal Electoral del 
Poder Judícial de lo Federación, no implico que tal situación seo constitucional, en virtud de 
que dicho transferencia resulto espuria y violotoria de garantías. 

En su cuarto y último concepto de violación, argumenta que los actos reclamados violan 
el artículo 135 de lo Constitución Federal y, en consecuencia, los garontías de audiencia, 
seguridad jurídica y legalidad consagradas en los artículos 14 y 16 de la mismo Constitución. 

Lo porte quejosa señala que no consta en ninguno parte del Decreto de reformo consti· 
tucionol publicado el trece de noviembre de dos mil siete el cómputo de los votos mayoritarios 
de los Legislaturas de los Estados y tampoco se advierte la correspondiente declaración de 
aprobación. En ese sentido, considera que lo ausencia de tales requisitos de forma violan las 
garantías de audiencia, seguridad jurídico y de legalidad, debido o que los gobernados no 
cuentan con lo información necesaria poro determinar si los reformas contenidas en los actos 
reclamados fueron aprobadas por lo mayoría de los Legislaturas de los Estados y, por lo tanto, 
forman porte de la Constitución. 

Finalmente, expreso que no será un argumento válido que el cumplimiento de los menciona­
dos requisitos se lIev6 a coba o través de otro decreto, declarotoria o acto del Congreso de lo 
Unión, pues al tratarse de un requisito esencial poro poder reformar lo Constitución Federal, 
debió constar en el mismo acto por el cual se dio a conocer a los gobernados la respectiva 
enmienda constitucional. 
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En virtud de lo expuesto en líneas precedentes, con el pre­

sente voto arribo a las siguientes conclusiones para sustentar 

mi disenso con la mayoría: 

Primera. En México el Constituyente optó porque la función 

de reforma constitucional sea realizada por un órgano inte­

grado por el Congreso General (dos Cámaras y, en su caso, 

la Comisión Permanente) y las Legislaturas de los Estados Fede­

rados. Así lo establece el artículo 135 cuando dispone que 

una reforma o adición solamente llega a formar parte de la 

Constitución, cuando: a) ha sido aprobada por mayoría califi­

cada en ambas Cámaras; b) con el voto aprobatorio o la 

reforma o adición aprobada por el Congreso de por lo menos 

más de la mitad de las Legislaturas Estatales, y; c) ha sido 

formulada la declaración de aprobación por el Congreso (en 

sede de Cámaras actuando sucesivamente) o, en su caso, por 

lo Comisión Permanente, una vez que se ha realizado el 

cómputo de los votos de las Legislaturas Estatales. 

Segunda. El artículo 135 de la Constitución mexicana no 

establece limitación alguno para adicionar o reformar la Cons­

titución, sino solamente los órganos competentes para hacerlo 

y el procedimiento que se debe seguir para ello. El control de 

regularidad de estos actos no se establece expresamente en 

ninguna Norma Fundamental (ni secundaria) a favor del Poder 

Judicial de la Federación, por lo que lo Suprema Corte de Jus­

ticia de la Nación no puede ni debe arrogarse facultades o 

competencias para revisar los actos del Poder Constituyente 

Permanente, cuando no le han sido expresamente conferidas, 

mediante el ejercicio de una interpretación laxa de normas cons­

titucionales que le otorgan expresamente facultades de revisión 

solamente de actos de las demás autoridades u órganos públicos 

y leyes secundarias cuando violen garantías individuales. 



100 PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO PARA IMPUGNAR UNA REFORMA .. 

Conforme a la evolución histórica legislativa del juicio de 

amparo, puede concluirse que en ningún momento fue dise­

ñado para poder impugnar una reforma constitucional, en 

términos de los artículos 103 y 107 constitucionales, sino como 

un mecanismo que sujetara al control judicial los actos de 

outoridad y los leyes entendidas como normas secundarias, 

pero no los preceptos constitucionales o los procesos de reforma 

constitucional. Si bien en la resolución aprobada por la mayo­

ría se concluye que el sistema de procedencia del amparo en 

México está compuesto por normas de carácter permisivo y 

otras de carácter prohibitivo, así como que no se encuentra 

de manera expresa ninguna permisión ni tampoco una prohi­

bición con relación a la procedencia del amparo con respecta 

a una reforma constitucional; sin embargo, considero que en 

la misma vía interpretativa, cabría la posibilidad de concluir 

en sentido contrario, en virtud de que si bien es cierto que en 

la Ley de Amparo no existe disposición expresa en el sentido 

de considerar improcedente dicho juicio en contra del proce­

dimiento de reformas a la Constitución, también lo es que 

tratándose del tema que nos ocupa, en el artículo 135 el Cons­

tituyente depositó en el Congreso de la Unión, o sea, en sus 

dos Cámaras, o en la Comisión Permanente, la declaración de 

la reforma constitucional, y lo responsabilizó de sancionarla; 

consecuentemente lo creó como órgano límite y, por tanto, 

no cabe la posibilidad del juicio de ampar078 

Me hago cargo del argumento de la mayoría en el sentido 

de que la Constitución no establece expresamente la inimpug-

78 Mismo caso que encontramos respecto de los decisiones o declaraciones que realizan 
los Cámaras del Congreso de la Unión en la declaración de procedencia o en el juicio político 
previstos en el Título Cuarto de nuestra Constitución; o el coso de la inimpugnobilidad de las 
decisiones de lo Supremo Corte de Justicia de la Nación y de ciertos decisiones de los órga­
nos del Poder Judicial de la Federación, tonto jurisdiccionales como del Consejo de lo 
Judicatura y sus órganos. 
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nabilidad de los actos del Poder Constituyente Permanente; 

sin embargo, yo pregunto, ante un órgano de excepción, un 

procedimiento de excepción y la generación de normas funda­

mentales ¿puede interpretarse que el Constituyente y elle9isla­

dar pensaron que el procedimiento ordinario de pratección 

de garantias individuales previsto en los artículos 103 y 107 de 

la Constitución es procedente para impugnarlos por resultar 

adecuado y viable? En ninguno de esos artículos se encuentra 

contenido como autoridad sujeta al control constitucional el 

Poder Constituyente. Si ello se acepta, entonces la consecuen­

cia es verdaderamente preocupante, puesto que a partir de 

esa definición, si un individuo considera que un precepto cual­

quiera de la Constitución -primigenio, adicionado o refor­

mado-, en un primer acto de aplicación, le afecta sus garantías 

individuales y alega que hubo violaciones al procedimiento, 

los tribunales tendrán que aceptar la procedencia del juicio 

de amparo y entrar al estudio de los agravios. 

Tercera. Una cuestión muy delicada, tratándose de la 

impugnación del proceso de reformas a la Constitución por 

medio del juicio de amparo, es el concerniente a la suspensión 

del acto reclamado, pues como se ha explicitado antes puede 

provocarse un casuismo en su otorgamiento, altamente peli­

groso, por tratarse de la vigencia de la Constitución. 

Cuarta. Otro problema grave es el de la posibilidad de 

inobservar el principio de relatividad de la sentencia de am­

paro. Ello, tomando en cuenta que la sentencia que en su caso 

se llegare a pronunciar, debe concretarse a "anular" el acto 

reclamado, de tal manera que ésta sólo valdrá para el caso 

concreto para el que se haya conferido el amparo y protección 

de la Justicia Federal. Es decir, esa resolución no tendrá efectos 
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generales y no podrá aplicarse sin más a otro similares de la 

misma autoridad, sin que medie en cada caso la petición o 

demanda del individuo agraviado. 

¿Cómo podrían concretarse los efectos tratóndose de un 

proceso de reformas a la Constitución? Únicamente confirién­

dole efectos que trasciendan más allá del quejosa, pues de 

otra manera no podría explicarse que existieran disposiciones 

constitucionales aplicables a ciertos gobernados y a otros 

no, con lo cual se rompería la estructura que rige el juicio de 

amparo y la certeza y unidad de las disposiciones constitucio­

nales; pero más grave aún, se tendrían normas constitucionales 

declaradas inconstitucionales, desaplicadas a unos cuantos 

y vigentes paro todos los demás individuos. 

Por los motivos expresados, si bien considero plausible la 

idea de la mayoría en el sentido de que sería deseable que 

existiera en nuestro sistema jurídico un control en sede judicial 

del procedimiento de reforma constitucional, lo cierto es que, 

bajo el marco previsto en la Constitución Política de los Esta­

dos Unidos Mexicanos, al no encontrarse prevista dicha facultad 

expresamente a favor de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, considero que no puede válidamente arrogársela me­

diante una interpretación laxa de nuestra Norma Fundamental. 

De igual manera, compartiendo las preocupaciones de 

la mayoría de que en un Estado constitucional democrático 

social de Derecho deben existir los medios de control sobre la 

regularidad de los procedimientos de creación de normas, 

desde las constitucionales hasta las regulatorias inferiores, 

estimo que ello no puede dar lugar a que a través de interpre­

taciones laxas los establezcamos a favor de la Suprema Corte. 
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El establecimiento de esos medios es tarea exclusiva del Poder 

Constituyente, sea el originario o el permanente, el cual puede 

acudir a otras figuras para determinar la validez de las refor­

mas o adiciones que no necesariamente sean las jurisdiccio­

nales, como es el caso del referéndum o el plebiscito popular. 

Por todas las razones antes expuestas y por considerar que 

el juicio de amparo no se creó ni diseñó para el control de la 

regularidad constitucional, formal o material, de la reforma 

constitucional, por lo que, eventualmente, su aplicación forzada 

podría generar más problemas que beneficios, disienta de 

la resolución adoptada por la mayoría. 

Respetuosa mente, 

Ministro José Fernando Franco González Salas 
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